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Durante las décadas de los 80 y 90, AméricaLatina y el Caribe vivieron momentos de pro-
funda reestructuración económica y política que
han modificado su lógica de funcionamiento. Pa-
ralelamente al proceso de cambios económicos,
la mayoría de los países de la región iniciaba la
redemocratización en un complejo escenario po-
lítico. La reforma del Estado no ha sido un pro-
ceso lineal ni mucho menos con las mismas ca-
racterísticas en todos los países. En cada país,
las condiciones estructurales previas al período
de reformas han afectado la dinámica de las mis-
mas y condicionado sus alcances. Este ciclo de
reestructuración de la economía y del sector pú-
blico implicó un cambio significativo de las rela-
ciones de poder entre los distintos actores socia-
les y sus representaciones colectivas.
Acompañando estos distintos procesos de cam-
bios políticos y económicos, la educación ganó
un lugar más relevante en las agendas naciona-
les en América Latina y buena parte de sus go-
biernos asumió el compromiso de invertir más
en el sector, aumentar la cobertura de la educa-
ción básica y mejorar la calidad y eficiencia de
sus sistemas educativos.
Un número importante de países de América La-
tina realizó cambios significativos en el modo en
que se gobierna y se toman decisiones en y so-
bre el sistema educativo con el objeto de mejo-
rar la calidad de la educación: la descentraliza-
ción, la gestión local y la promoción de la
autonomía escolar fueron ejes de las reformas
en la mayoría de los países.
Las reformas educativas en América Latina es-
timularon una serie de cambios que afectaron
directamente a los docentes y a las organiza-
ciones sindicales que les representaban. Estas
en muchos casos se opusieron a las reformas y
a veces fueron un obstáculo para la realización
de las mismas. La historia de la resistencia y
los conflictos entre los sindicatos docentes y
los gobiernos durante los procesos de reforma
estuvo centrada en cuatro cuestiones: a) las
condiciones de trabajo, los sueldos y la profe-
sión docente; b) la organización y la gestión
del sistema educativo al nivel local y nacional;
c) la planificación de las reformas con espacio
de diálogo para la negociación con las organi-
zaciones docentes; d) la evaluación docente y
discente.
Prefacio
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De ahí surgieron las siguientes interrogantes:
¿Por qué llegaron los sindicatos docentes y el
propio Estado a tales situaciones de confronta-
ción? ¿Analizando estas razones, cómo se puede
salir de la confrontación a pesar de diferentes
intereses legítimos y movilizar toda la buena vo-
luntad en ambos lados para el bien del sistema
educativo en cada país?
Para la Fundación Konrad Adenauer, que en to-
dos los países participantes trabaja activamente
con proyectos y programas propios, son éstas
las interrogantes claves para una educación me-
jor y más justa en América Latina cuyo futuro es
la clave para el desarrollo, la democracia y la
paz en el continente.
El proyecto de investigación “Los Sindicatos Do-
centes y las reformas educativas en América La-
tina” fue realizado en el marco del programa re-
gional de la Fundación Konrad Adenauer,
Políticas Sociales en América Latina (SOPLA) con
el objetivo de analizar el rol político de los sin-
dicatos docentes en el contexto de las reformas
educativas a partir de los años 90 en 12 países
de la región: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Co-
lombia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Hondu-
ras, México, Paraguay y Uruguay.
Con eso se quiere contribuir al debate y elabo-
rar recomendaciones para sectores políticos así
como para los propios sindicatos.
Las grandes líneas de análisis en ese proyecto
fueron: la génesis y la trayectoria de los sindica-
tos o asociaciones que actúan en el área de la
educación pública; el papel de los sindicatos
frente a las reformas educativas y la nueva diná-
mica de la relación entre el Estado y los sindica-
tos docentes y entre los sindicatos y sus repre-
sentados.
La Fundación Konrad Adenauer desea expresar
su especial agradecimiento a María Margarita
López por el apoyo técnico-académico en el pro-
yecto. Vaya también mi agradecimiento personal
a Joana Fontoura de la oficina de la Fundación
en Río de Janeiro, y a Tanja Goodwin que han
trabajado incansablemente para que el libro pu-
diera ser presentado en tiempo y forma, y con
la calidad requerida.
Río de Janeiro, septiembre de 2008.
Dr. Peter Fischer-Bollin























































Enmarcar al sindicalismo docente de la regiónen una única representación no es fácil.
Como parte del movimiento sindical de los tra-
bajadores el sindicalismo docente también ha
sido portador de una visión de sociedad que se
ha opuesto al liberalismo económico y a las
condiciones que éste ha impuesto en las prácti-
cas laborales. Además de eso,  ha sido la expre-
sión de un proyecto gremial caracterizado por la
defensa de los intereses específicos de los edu-
cadores. La génesis y las actividades de las dis-
tintas organizaciones que se presentan en esta
serie ilustran estas afirmaciones.
Es común escuchar que el movimiento sindical vive
un repliegue generalizado a nivel mundial. Afirma-
ciones de este tipo se basan en factores como la
disminución en la afiliación y militancia de los tra-
bajadores, la inadecuación de las estructuras sin-
dicales frente a los cambios de las organizaciones
tanto estatales como privadas, y la insuficiencia de
respuestas frente a los cambios en las relaciones
profesionales. Pero es ésta una afirmación válida
para describir la situación de las organizaciones de
docentes en la actualidad en América Latina? 
Los distintos casos abordados en esta serie
muestran que los sindicatos de educadores se
mantienen muy activos y algunos de ellos han
ganado un espacio excepcional en el contexto
público nacional. Pero también se evidencian
debilidades, conflictos y desafíos que hacen su-
poner un futuro con ajustes organizacionales y
estratégicos si se quiere mantener cierto nivel
de influencia en la política educativa.
Es innegable que en cada país la creación, evo-
lución y comportamiento de las organizaciones
de maestros responde a una situación política
particular. Sin embargo, es importante señalar
que pese a los contextos específicos se observa
también una tendencia hacia objetivos y com-
portamientos similares. Esto no es extraño si se
tiene en cuenta la evolución paralela de los sis-
temas políticos, el crecimiento poblacional y de
los sistemas educativos, y la comunicación cada
vez más rápida que ha permitido la pronta difu-
sión de lo que sucede en los diferentes países
así como la conformación de redes de intereses
mejor informadas. Una mirada a la situación in-
terna de los sindicatos arroja algunas diferen-
cias, aunque no por ello mayores. Temas como
la democracia interna, el liderazgo o la goberna-
bilidad de las organizaciones se convierten en
variables fundamentales para entender mejor
esta diversidad. El caso mexicano, por ejemplo,
Introducción
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ilustra situaciones de líderes sindicales que per-
manecen en el poder durante largo tiempo y
que imprimen un sello carismático excesivo a su
gestión poniendo en riesgo la credibilidad de las
prácticas democráticas de estas agrupaciones. A
su vez, el estudio sobre las organizaciones do-
centes costarricenses llama la atención sobre la
influencia de la cultura política de ese país en el
comportamiento mismo de los sindicalistas.
El inicio de la mayoría de las asociaciones ma-
gisteriales estudiadas se remonta a las primeras
décadas del siglo XX y es a partir de los años
cincuenta y sesenta que se constituyen en los
sindicatos que conocemos hoy en día. De mane-
ra general esta segunda fase se caracterizó por
una influencia marcada por corrientes de la iz-
quierda, con variaciones sutiles según el país o
el momento político. Posteriormente el impacto
de las dictaduras latinoamericanas a partir de
los años setenta se hizo sentir sobre estas orga-
nizaciones mediante represiones, intervenciones
y suspensiones que diezmaron su número e im-
pulso inicial.
Pese a que en algunos países se logró la unifi-
cación de las asociaciones sindicales docentes
en un sindicato único nacional, esto no ha sido
posible en todos los países de la región, lo que
puede haber influido en el logro de sus reivindi-
caciones. En los casos de Argentina, Brasil, Chi-
le, Colombia y México, es innegable la fuerza y
el papel unificador que han tenido los sindica-
tos nacionales organizados en federaciones o
confederaciones. 
Teniendo en cuenta que el crecimiento de las
bases convirtió a las organizaciones magisteria-
les en el grupo más grande de trabajadores del
sector público, éstas se transformaron en un ac-
tor clave para la conformación de alianzas polí-
ticas. Estas alianzas buscan ser útiles tanto a los
objetivos sindicales como a los partidos políti-
cos que requieren aumentar sus afiliados y apo-
yos puntuales. El caso del SNTE en México con
más de un millón de miembros es visible su in-
fluencia en el desenlace de las elecciones y en
las decisiones gubernamentales siendo así el
ejemplo más extremo de esta situación. 
En cuanto a los objetivos de las organizaciones
de educadores, éstos parecen haberse ampliado
en las últimas décadas. Se ha pasado de una
agenda de reivindicación salarial y de mejoría
de las condiciones de trabajo a una en que tam-
bién se busca una mayor participación en la
toma de decisiones sobre la política educativa.
Aunque esto no es igualmente claro en todos
los casos presentados, parece ser una tendencia
que gana cada vez más terreno.
REFORMAS “TIPO”, CONTRADICCIONES 
Y ACERCAMIENTOS 
Los diferentes casos presentados en este libromuestran la convergencia entre los temas de
las reformas educativas en la región. ¿Pero se
puede hablar realmente de reformas a profundi-
dad? Tal como lo afirman algunos autores, se
trataría más bien de ajustes parciales, de refor-
mas incrementales que aunque hayan nacido de
iniciativas que buscaban cambios estructurales
en los sistemas educativos, rara vez llegaron tan
lejos como pretendían. Desde el final de la dé-
cada de los ochenta las asambleas constituyen-
tes florecieron y con ellas las propuestas de le-
yes generales de educación. En algunos casos
como el colombiano, más que un contenido al-
tamente transformador, lo que se dio en ese
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entonces, de diálogo entre las partes. Ha suce-
dido también que una vez logrados acuerdos
entre las partes, el respectivo ministerio de edu-
cación no los ha puesto en operación. 
En relación a los principales temas en esas dis-
cusiones, las agendas de los países de la región
confluyen en algunos: la descentralización (con
matices distintos según cada contexto nacional),
la ampliación de la participación social, el énfa-
sis en programas específicos de equidad y cali-
dad y los cambios en la administración del sec-
tor. Un punto altamente conflictivo tiene que ver
con los intentos de reforma a los estatutos do-
centes vigentes y las discusiones salariales. To-
dos los intentos de revisión del escalafón y ajus-
tes de acuerdo con indicadores de desempeño o
evaluaciones han suscitado oposición por parte
de las organizaciones magisteriales. Frente a es-
tas propuestas de cambio cada sindicato ha
adoptado su posición particular así como sus
mecanismos de resistencia. 
LA DIFÍCIL CONCILIACIÓN 
OPOSICIÓN-PARTICIPACIÓN
Un tema que aparece de manera recurrenteen los trabajos sobre el sindicalismo es el
que se refiere al binomio oposición-participa-
ción. Tradicionalmente los sindicatos se han or-
ganizado y han operado en contextos de oposi-
ción abierta a los gobiernos. Sin embargo la
transición a la democracia en los países latinoa-
mericanos ha puesto en relevancia la importan-
cia de contar con nuevas formas que permitan
la participación de los distintos actores políticos
situados en la oposición. Restringida en el pasa-
do a algunos partidos políticos, actualmente se
espera la concurrencia de organizaciones y mo-
vimientos sociales diversos, por lo menos en las
fases preliminares de discusión de las políticas
públicas. En estas circunstancias los gobiernos
han convocado los representantes sindicales en
ocasiones, o han respondido al llamado de las
organizaciones magisteriales y de otros grupos
organizados interesados en la educación en
otras ocasiones para debatir en torno a la polí-
tica educativa. 
Esta situación trae preguntas que han sido res-
pondidas de distintas maneras en la región. ¿Se
está cediendo a las iniciativas de gobierno cuan-
do se participa en los espacios creados para de-
batir dichas propuestas? ¿La participación permi-
te realmente establecer diálogos fructíferos y
consensos válidos, o por el contrario, se con-
vierte en una fachada formal que legitima tan
sólo las decisiones gubernamentales? Como lo
muestran los estudios nacionales, toda respues-
ta a estos interrogantes tiene sus matices. La
convocatoria de grupos de reflexión o propositi-
vos, de comisiones técnicas, de constituyentes
educativas, de foros educativos, y de otras ins-
tancias similares, ha sido activa durante las últi-
mas décadas. Medidas de este tipo fueron pro-
movidas en la mayoría de los países y aunque
algunas de estas instancias han fracasado en
sus objetivos, otras parecen haber encontrado
salidas novedosas. 
Este debate sobre la participación-oposición
atraviesa igualmente la actividad de las organi-
zaciones de docentes cuando los gobiernos ele-
gidos les son más cercanos ideológicamente. La
participación parece ser entonces un camino
más obvio como se puede ver en el caso brasi-
lero con la llegada del PT al gobierno, o en Co-
lombia en el nivel municipal con la llegada de
un gobierno de izquierda a la ciudad de Bogo-
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camino desde la oposición como manifestación
de desacuerdo, descontento y bloqueo a medi-
das, hacia una oposición que busca una influen-
cia más directa en la definición misma de las po-
líticas estatales. 
EXPECTATIVAS PARA EL FUTURO
Varias son las preocupaciones y retos que en-frentan los sindicatos a futuro. Un objetivo
fundamental  es mantener un grado de repre-
sentación tal que les otorgue plena legitimidad
frente al magisterio mismo y frente a los gobier-
nos con los que interactúan. Es probable que el
nivel de adhesión a los sindicatos se mantenga
tan elevado como ha sido hasta ahora puesto
que en la mayoría de los países aunque se tra-
ta de una afiliación voluntaria, en la realidad
ésta se convierte en algo prácticamente obliga-
torio cuando se hacen los descuentos directa-
mente desde la nómina. Sin embargo el gran de-
safío consiste en mantener el interés y los
niveles de participación real de sus miembros.
Con respecto a las reformas educativas, especial-
mente a las que buscan establecer sistemas de
carrera basados en evaluaciones de desempeño e
incentivos para los ascensos, parece bien difícil
revertir esta tendencia. Mantener una oposición
radical por parte del magisterio a toda evaluación
parece cada vez más insostenible por las exigen-
cias manifestadas en este sentido por los padres
de familia y la opinión pública en general. Ello no
obsta que se puedan encontrar alternativas para
que estas evaluaciones contemplen aspectos cla-
ves de las demandas de los educadores.
En cuanto a las transformaciones surgidas de la
aplicación de la descentralización, éstas han
dado lugar a nuevas interacciones entre las au-
toridades, las comunidades regionales y locales
y las organizaciones magisteriales, y también
han generado temores en relación con la explo-
sión de un sindicato nacional en grupos territo-
riales dispersos. La continuidad de la actividad
sindical requiere un análisis juicioso de estas si-
tuaciones. Aglutinar y mantener una identidad,
respetando y manteniendo diferencias organiza-
cionales y locales se convierte entonces en una
meta. Vista así, la unificación representa oportu-
nidades pero al mismo tiempo es todo un desa-
fío en un escenario de pertenencias múltiples
(local-regional-provincial-nacional). Parece en-
tonces imperativo tener conocimiento y comuni-
cación suficientes con las bases para lograr una
representación efectiva de sus expectativas. Al
igual que lo han tratado de hacer las organiza-
ciones sindicales internacionales en el marco de
la globalización, la creación de un diálogo as-
cendente se convierte así en una forma de ma-
nejar estas tensiones entre unidad y diversidad.
Los sindicatos de educadores enfrentan igual-
mente un momento de cambio en relación con
el papel del Estado en el sector educativo y la
creación de relaciones con grupos organizados
de la sociedad civil para la puesta en marcha y
evaluación de las políticas educativas. El forta-
lecimiento de muchas de estas entidades forma-
das por individuos con intereses puntuales y
con estructuras menos burocráticas, se ha con-
vertido en una especie de competencia para los
sindicatos que han recibido críticas por su extre-
ma inflexibilidad y su burocratización. 
Finalmente, en la búsqueda de mayor transpa-
rencia, las organizaciones docentes tendrían que
abordar internamente temas como el clientelis-
mo y la corrupción que en algunos casos han
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de las estrategias de protesta parece ser un im-
perativo si se quiere tener mayor efectividad y
mejorar la imagen pública. En ese sentido vale
la pena mencionar innovaciones que ya han sido
validadas como la Carpa Blanca en Argentina
que permitió sostener las medidas de protesta
durante casi tres años durante los cuales cerca
de 1.500 docentes hicieron ayunos. 
Los temas mencionados atraviesan la realidad
de los sectores educativos latinoamericanos. An-
ticipar situaciones de cambio y reaccionar de la
mejor manera para proteger los intereses de los
afiliados sigue siendo un desafío para las orga-
nizaciones magisteriales. Los estudios naciona-
les muestran la consolidación de estas institu-
ciones en el panorama político y señalan la
importancia de los espacios de diálogo y de ne-
gociación. En ese sentido es clave reconocer el
papel de los sindicatos en su calidad de gremios
y como actores de la política pública, aunque re-
conociendo también que no se trata necesaria-
mente del único grupo de interés frente a las
administraciones públicas. De los casos presen-
tados se desprende igualmente que es funda-
mental que las autoridades estatales cumplan
los acuerdos pactados en las negociaciones
pues de ello depende la confianza entre las par-
tes y en los procesos de concertación. Las socie-
dades latinoamericanas requieren de mejoras
sustanciales en sus sistemas educativos y para
ello se requiere del trabajo mancomunado de
los diferentes grupos que interactúan en el es-
pacio de la política educativa.
En este número de la serie “Sindicatos Docentes
y las Reformas Educativas en América Latina” se
presenta el caso de Colombia. El estudio mues-
tra que la Federación de Educadores de Colom-
bia (FECODE) se mantiene como una organiza-
ción centralizada en un contexto creciente de
descentralización de la educación. Llama la
atención igualmente el ingreso cada vez más vi-
sible de sus directivos al ámbito legislativo, lo
que plantea interrogantes sobre las estrategias
mismas del sindicato para el logro de sus de-
mandas. Después de varios años durante los
cuales la organización magisterial logró medidas
importantes para asegurar la carrera docente así
como beneficios asociados a ella, a partir de
esta década el avance de la descentralización y
la aprobación de un nuevo Estatuto Docente
han puesto en tela de juicio algunos de los me-
canismos utilizados por el gremio para la defen-
sa de sus reivindicaciones. La estabilidad de las
políticas gubernamentales en el sector educati-
vo contrasta entonces con una situación de in-
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INTRODUCCIÓN1
Uno de los grupos emblemáticos en términosde las organizaciones sociales colombianas
ha sido la Federación de Educadores de Colom-
bia (Fecode) por su visibilidad e influencia en la
política educativa. Durante ya casi cincuenta
años, acercamientos, distanciamientos y rupturas
han caracterizado una relación poco fluida entre
los gobiernos y el sindicato. De esta interacción
se desprenden percepciones y realidades que se
abordan en este documento a la luz de las refor-
mas más recientes. En la primera parte se pre-
sentan elementos que permiten caracterizar a
esta organización a lo largo de su historia; en la
segunda parte se describen sus posiciones y las
relaciones que ha tenido con el Estado durante
las reformas de las últimas décadas. 
Una mirada rápida al sector de la educación pú-
blica colombiana muestra que en el año 2006
había algo más de 290 mil educadores en los ni-
veles de preescolar, básica primaria y secunda-
ria, y media, lo que corresponde al 69% del to-
tal de los educadores del país2. Alrededor de las
tres cuartas partes de éstos contaban con una
formación de educación superior como profesio-
nales pedagógicos (44,31%) o como poseedores
de un posgrado pedagógico (29%)3. A su cargo
estaban en 2005 algo más de 8.310.000 alum-
nos en los niveles de educación básica (prima-
ria y secundaria), y media4.
Los educadores se desempeñan en un contexto
educativo que funciona en 32 departamentos,
cuatro distritos y 1.093 municipios. En el marco
de la descentralización de la educación, los de-
1 Agradezco a Margarita Peña por su lectura y comentarios a una versión preliminar de este texto.
2 En: http://www.dane.gov.co/files/investigaciones/educacion/educacion_formal/EFormal_docentes_sector_2006.
xls, consulta realizada el 1º de octubre de 2007. Estos datos publicados por el Departamento Administrativo
Nacional de Estadística (DANE) corresponden a los de recolección, por lo que requieren aún de algunos ajus-
tes. Si se incluyen los maestros que trabajan en el sector privado, el número total sobrepasa los 420 mil. 
3 Esta información sobre los niveles de formación docente corresponde a la del año 2003 (Corpoeducación y
otros, 2006).
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partamentos y distritos, así como 42 municipios
con más de 100 mil habitantes, han sido certifi-
cados para manejar autónomamente la educa-
ción, lo cual implica una relación más directa de
los docentes con los gobernadores, alcaldes y
sus secretarios de educación. En este documen-
to nos referiremos a los educadores que trabajan
en el sector oficial ya que son los que pertene-
cen a la Federación de Educadores en Colombia.
I. CARACTERISTICAS DE LA 
FEDERACION DE EDUCADORES
1. Conformación y trayectoria de la
Federación Colombiana de Educadores 
Pese a que las asociaciones de maestros estu-
vieron activas en distintas regiones del país des-
de los años 30, es en la década de los 60 cuan-
do se ubica formalmente el inicio de la
Federación Colombiana de Educadores. Para en-
tender mejor su dinámica, se hace en esta sec-
ción una breve contextualización de su confor-
mación y actividades en el marco más amplio
del movimiento sindical en Colombia5. 
El movimiento sindical surgió formalmente en el
país en la primera década del siglo XX, muy li-
gado inicialmente al desarrollo del ferrocarril y
de la actividad naviera por el río Magdalena e
integró en la década siguiente a mineros, petro-
leros y trabajadores de los textiles. La influencia
del socialismo comenzó a ser notoria desde sus
inicios. Su historia muestra un crecimiento mar-
cado por rupturas ideológicas internas que acer-
caron o distanciaron a los diferentes sindicatos
de los gobiernos de turno. Así, durante la déca-
da del 30 hubo un crecimiento importante del
sindicalismo así como de la expedición de leyes
que lo protegían. Se creó entonces la Confede-
ración de Trabajadores de Colombia (CTC), de
orientación liberal y comunista, que apoyó deci-
didamente al gobierno liberal de ese entonces.
Dos años después se puso en entredicho el
acuerdo entre el sindicalismo liberal y el de iz-
quierda, en especial el comunista, lo que pro-
movió una primera ruptura interna. Paralelamen-
te se fue gestando otro movimiento y en 1946
se fundó la Unión de Trabajadores de Colombia
(UTC), organización que pregonaba ideas cristia-
nas y que fue utilizada por el Partido Conserva-
dor, entonces en el poder, para debilitar a la
CTC. Se vivió entonces un período oscuro para
el sindicalismo liberal y de izquierda, que fue
perseguido durante los gobiernos conservado-
res de la época. 
La creación de espacios sindicales fue promovi-
da por los gobiernos como una manera para de-
limitar el conflicto político más amplio y se con-
virtió en un patrón de comportamiento frecuente
a lo largo de la historia del sindicalismo colom-
biano. El impulso dado a sindicatos con tenden-
cias políticas conservadoras creó rupturas en el
interior de la unidad sindical cuando sus reivin-
dicaciones se convertían en fuente de conflicto
para las autoridades gubernamentales. Es lo
que se ha denominado incorporación de los ac-
5 Se retoma aquí información publicada por la CUT en “Breve Historia de la Central Unitaria de Trabajadores de
Colombia” consultada en: http://www.cut.org.co/quienes.html#colombia el día 26 de julio de 2007; y por el
Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos (2006). Para mayores profundizaciones sobre
el movimiento sindical colombiano véase entre otros: Archila, Mauricio. Cultura e identidad obrera, Bogotá:
Ediciones Antropos; y Londoño, Rocío. 1989. “Crisis y recomposición del Sindicalismo Colombiano (1946-
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tores en los niveles gubernamentales formales o
en espacios alternativos creados para su partici-
pación en ciertas decisiones.
La política colombiana estuvo profundamente
afectada por la conformación del Frente Nacional
durante el período de 1958 a 1974. Durante die-
ciséis años, la vida política estuvo manejada por
una coalición y un monopolio de los partidos
tradicionales conservador y liberal, excluyendo
así a los demás y repartiéndose la representa-
ción popular en las corporaciones públicas. Esta
fórmula de entendimiento entre los partidos tra-
dicionales en el campo político tuvo resultados
contraproducentes en el social puesto que se
orientó principalmente a la modernización de la
economía sin preocuparse por los desbalances
que se creaban por el aumento de la población
y la urbanización acelerada, entre otras cosas. El
movimiento sindical tomó nueva fuerza durante
este período y se empezó a sentir de manera
más clara la influencia y la presión de los edu-
cadores durante estos años de crecimiento po-
blacional y económico. Esta dinámica se hizo
cada vez más visible en Bogotá, donde la Aso-
ciación Distrital de Educadores (ADE), muy liga-
da a la UTC y a la CTC en sus comienzos, obtu-
vo su personería jurídica en 1957. Un paro
convocado en 1959 muestra aspectos de las rei-
vindicaciones y negociaciones entre los educa-
dores y el gobierno. Gracias a esa movilización
los maestros lograron un aumento de salarios
del 35%, un acuerdo para la creación del Conce-
jo Técnico de Educación, garantizando además
su participación en él y un acuerdo para la con-
secución de un lote para la casa del educador.
También presionaron al Estado para la entrega
de 14 construcciones escolares, pupitres para
profesores, publicaciones pedagógicas, la expe-
dición del Decreto Orgánico de la Educación Dis-
trital y la reforma de un decreto sobre las san-
ciones, entre otros6. 
Varias organizaciones del magisterio, a la cabe-
za de ellas la ADE, citaron al Primer Congreso de
Educadores de Colombia, que se realizó en
1959. Al año siguiente se formalizó la Asociación
Nacional de Educadores Colombianos, que final-
mente obtuvo su personería jurídica en 1962
como Federación Colombiana de Educadores. El
sindicato nacional iniciaba así sus labores en el
marco del Frente Nacional y asimismo en su in-
terior se reflejaban las luchas entre las diferen-
tes tendencias conservadoras, liberales y de iz-
quierda de la sociedad colombiana. Este
momento correspondía también al de la expan-
sión de la matrícula educativa y las reivindica-
ciones de los maestros se concentraron funda-
mentalmente en temas relacionados con el
aumento del salario y mejoras en la capacitación
de los educadores.
Paralelamente se fue gestando en el nivel nacio-
nal la necesidad de organizar el sindicalismo de
izquierda, de manera que éste se diferenciara de
las iniciativas gubernamentales anteriores, liga-
das a los partidos tradicionales, y estableciera
un espacio claramente legitimado para los traba-
jadores militantes de la izquierda colombiana.
Esos esfuerzos se concretaron en un primer mo-
mento en la conformación de la Confederación
Sindical de Trabajadores de Colombia, CSTC, en
1964 que fue continuamente objeto de hostiga-
miento por su beligerancia y su orientación co-
6 Ver: Cristancho, Victor M. “Las luchas de los maestros del Distrito.” En: http://www.adebogota.org/index.php?
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munista. Sin embargo persistía una dispersión
de organizaciones sindicales autónomas que res-
pondían ante todo a intereses gremiales, como
era el caso de los sindicatos especialmente fuer-
tes que representaban a los trabajadores de los
sectores de transportes, petrolero, de telecomu-
nicaciones, bancario y de maestros. 
Este período corresponde al de mayor y más ve-
loz crecimiento de la cobertura educativa en el
país y por lo tanto a una expansión cada vez
más grande de la oferta de servicios. Asimismo,
el sindicato ganaba visibilidad y cosechaba
triunfos de gran impacto para los maestros. Su-
cedió entonces lo que se conoce como “nacio-
nalización” de la educación, que consistió en la
centralización y desconcentración progresiva a
los departamentos de la administración docen-
te. Estos cambios de orden administrativo pu-
sieron fin a un gran desorden previo, donde
cada entidad territorial manejaba de manera
quasi autónoma la educación creando confusio-
nes y deudas con el magisterio. Los nombra-
mientos y traslados dictados por la politiquería
regional y los retardos en los pagos eran una
práctica corriente que afectaba el trabajo y la
vida de los educadores. La “nacionalización” fa-
cilitó al sindicato la posibilidad de relacionarse
con un solo interlocutor, el gobierno nacional, y
también contribuyó a consolidar su centraliza-
ción como sindicato. 
Durante la década de los 70, el sindicato luchó
permanentemente por el reconocimiento de la
profesionalización del maestro, el establecimien-
to de un marco claro y homogéneo para la admi-
nistración del personal docente y directivo do-
cente, y la aprobación de un único escalafón.
Durante estos años, el sindicato también radica-
lizó sus posiciones políticas. Uno de los triunfos
mayores para la federación fue la negociación y
adopción por parte del gobierno del Estatuto Do-
cente, en 1979. Fortalecido con esa victoria para
sus bases, el sindicato empezó a explorar con
más firmeza en temas distintos a los salariales y
lanzó en 1982 el Movimiento Pedagógico, como
eje de reivindicación de un maestro crítico e in-
vestigador. Con la creación del Centro de Estu-
dios e Investigaciones Docentes, CEID, se concre-
tó además la posibilidad de realizar dicha
reflexión permanente. El sindicato acompañó
adicionalmente este trabajo con una estrategia
de difusión que viene realizando desde entonces
por medio de la revista Educación y Cultura. 
Hasta ese momento la Federación de Educado-
res estaba logrando muchas de sus metas e in-
cluso era considerada como el único actor fuer-
te frente al gobierno en política educativa. Esto
empezaría a cambiar con la llegada de las ideas
de descentralización. El inicio de esta nueva
fase coincide con las primeras elecciones popu-
lares de alcaldes a nivel nacional en 1986 y con
el crecimiento paralelo de los movimientos so-
ciales como nuevo espacio de protesta y reivin-
dicación de los grupos populares. Lo que empe-
zó como una reforma política que otorgaba voz
y voto a las poblaciones locales para elegir su
alcalde se fue transformando en una demanda
más consistente por lograr una verdadera gober-
nabilidad local. En efecto, como era de esperar-
se, las ideas de democracia local no podían que-
darse en la simple elección popular y poco a
poco fue creciendo en el país la demanda por
una descentralización real de competencias y de
recursos en los diferentes sectores. 
Adicionalmente, con la finalización del Frente
Nacional se conformaron grupos de orientación
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los dos partidos tradicionales que compartieron
el poder durante 16 años. Estas agrupaciones
tenían grandes debilidades para organizar su
oposición debido a la fragilidad de su estructu-
ra y a las condiciones de represión a que se en-
frentaban, y pese a que compartían elementos
de oposición con los sindicatos, en ocasiones se
distanciaron de éstos. Así, en 1988 se creó el
consorcio Colombia Unida, como resultado de
una convención que reunió a 162 movimientos
locales y regionales que representaban una gran
diversidad de intereses7. 
Los sindicatos, y especialmente las grandes cen-
trales sindicales, veían así reducida su influencia
a ámbitos gremiales bastante especializados. La
lucha más amplia por cambios estructurales de
la sociedad colombiana quedaba en manos de
los movimientos sociales y de algunos partidos
políticos. En su esfuerzo por fortalecer su poder
de convocatoria, su organización y su impacto,
los sindicatos y federaciones nacionales de tra-
bajadores no afiliadas a ninguna central crearon
en 1986 la Central Unitaria de Trabajadores de
Colombia (CUT) que logró reunir a cerca del 80%
de los sindicatos. El objetivo era reunir al movi-
miento sindical tras 40 años de división. La par-
ticipación de la Federación de Educadores fue
clave en dicha convocatoria. Como parte de esta
central sindical, la Fecode ha apoyado desde en-
tonces sus luchas y también ha recibido el so-
porte necesario cuando las reivindicaciones de
los maestros lo han requerido. Sin embargo,
gracias a su tamaño y al reconocimiento adqui-
rido en el ámbito sectorial, el sindicato de ma-
estros ha permanecido bastante autónomo en
sus posiciones y estrategias.
2. Estructura del sindicato
Tal como lo precisan sus estatutos, la Federa-
ción Colombiana de Educadores es una organi-
zación sindical de segundo grado formada por
organizaciones sindicales de educadores. Al op-
tar por una estructura en forma de federación,
los docentes acogieron la idea de diversidad de
grupos o sindicatos asociados en torno de una
autoridad central que puede tomar decisiones
por el conjunto. Este modelo permite igualmen-
te lograr mayor espacio de negociación median-
te la unidad de los grupos afiliados. Sus estatu-
tos muestran un tipo de organización que busca
operar dentro de principios democráticos me-
diante la realización de elecciones para los car-
gos directivos y el respeto de ciertos mecanis-
mos en la toma interna de decisiones. 
La Fecode cuenta hoy en día con 34 sindicatos
filiales que corresponden a la representación de
los maestros de los niveles de educación prees-
colar, primaria, secundaria y media del sector
público a nivel de los 32 departamentos del
país y del distrito de Bogotá, así como a un sin-
dicato de supervisores8.
La estructura organizativa de la Fecode se com-
pone de una Asamblea General Federal, una Jun-
ta Directiva Nacional, un Comité Ejecutivo y de
las seccionales o sindicatos filiales. La Asamblea
General Federal se reúne ordinariamente cada
7 Ver: Fals Borda, Orlando. “Comentarios sobre la diversidad de los movimientos sociales”. En Mauricio Archi-
la y Mauricio Pardo (Ed.). 2001. Movimientos sociales, Estado y democracia en Colombia. Bogotá: CES/Univer-
sidad Nacional – ICANH.
8 En: http://fecode.edu.co/index.php?option=com_content&task=blogcategory&id=4&Itemid=3, consulta reali-
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tres años y está formada por el Comité Ejecuti-
vo y los delegados nombrados para este fin por
los afiliados a los sindicatos filiales. En cuanto
a la Junta Directiva Nacional, se trata del orga-
nismo de orientación y control integrado por el
Comité Ejecutivo de la Federación, los presiden-
tes de las Juntas Directivas de los sindicatos fi-
liales y por los representantes de los sindicatos
elegidos por éstas. Se reúne ordinariamente
cada tres meses. Se observa entonces que en
este nivel confluyen dos miembros por cada or-
ganización filial y que su actividad es permanen-
te, lo cual permite un seguimiento bastante cer-
cano al funcionamiento de la Federación.
El Comité Ejecutivo es el organismo de dirección
permanente de la Federación y está integrado por
15 miembros: el presidente, dos vicepresidentes,
el secretario general, el tesorero, el fiscal, y nue-
ve secretarios. Estos últimos representan los di-
versos frentes de actividades del sindicato y es
por medio de sus dependencias que se realizan
las distintas actividades del sindicato. 
El Comité Ejecutivo es elegido por tres años por
voto directo de los afiliados a los sindicatos fi-
liales mediante tarjeta electoral y aplicando el
cociente electoral para asegurar la representa-
ción de las minorías. Ningún miembro del Comi-
té puede ser elegido por más de dos períodos
consecutivos. Este Comité selecciona al presi-
dente de la Federación y le corresponde también
su remoción cuando se considera necesario. Te-
niendo en cuenta que las decisiones se toman
por el grupo mayoritario al interior del comité -
lo cual excluye la voz de las minorías en esa ins-
tancia (Chambers, 2006: 12)-, la fortaleza y el li-
derazgo que cuentan son los del comité y no
necesariamente los del presidente. Como respon-
sable de la dirección del sindicato, le correspon-
de al Comité representar a la federación y a sus
filiales en las negociaciones con el gobierno y en
los acuerdos que logre con otras organizaciones. 
Las nueve secretarías permanentes son las uni-
dades de trabajo de la organización y muestran
a su vez los distintos temas en que trabaja e in-
terviene el sindicato. 
Secretarías permanentes de la Fecode
Eje laboral • Organización y educación 
sindical 
• Asuntos laborales y jurídicos 
• Seguridad social, Docentes 
territoriales y pensionados
• Cultura, recreación y deporte
• Prensa, propaganda y 
publicaciones
• Relaciones internacionales
• Relaciones gremiales y 
cooperativas
Eje temático- • Asuntos educativos, 
educativo pedagógicos y científicos
Eje justicia • Asuntos educativos, Asuntos
social de la mujer, la niñez, la 
juventud y la familia
Es importante mencionar que la Fecode cuenta
con el Centro de Estudios e Investigación docen-
te, CEID, que es una entidad adscripta a la Fe-
deración, con personería jurídica propia y bajo
la dirección del Comité Ejecutivo. Su misión con-
siste en garantizar el desarrollo del Movimiento
Pedagógico y la realización de los congresos pe-
dagógicos nacionales. Dentro de sus actividades
se cuentan el estudio de las políticas educativas
y de la problemática pedagógica, la orientación
de la práctica educativa del maestro en el aula,
la asesoría en la elaboración de los programas
curriculares, la elaboración de la revista pedagó-
gica de la Federación y el manejo de un centro
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En cuanto a la financiación de la Federación,
cada organización sindical de primer grado debe
pagar una cuota de admisión (100 pesos, es de-
cir 5 centavos de dólar de los Estados Unidos,
por cada socio que tenga, de acuerdo con los
Estatutos de 2001). Adicionalmente, cada filial
debe aportar una cuota ordinaria anual a la Fe-
deración correspondiente al 15% del valor total
de los descuentos sindicales ordinarios que re-
cibe. De hecho, cada docente aporta entre el
0,5% y el 1% de su salario mensual para el sin-
dicato departamental o distrital, que a su vez
los utiliza en el mantenimiento de la organiza-
ción sindical, la difusión y la investigación. De
esta manera, la cotización de los miembros ha
permitido la puesta en marcha de una estructu-
ra mínima y la organización de servicios de sa-
lud, recreación y formación para los miembros9. 
3. Nivel de adhesión 
En sus 45 años de existencia, el ritmo de adhe-
sión de los maestros al sindicato ha ido de la
mano con el crecimiento del sector educativo.
De acuerdo con Witney Chávez, presidente del
sindicato, en 2007 la Fecode contaba 250 mil
afiliados a lo largo del territorio nacional y otros
30 mil estaban en espera de ingresar10. Esto sig-
nifica que prácticamente la totalidad de los edu-
cadores del sector oficial pertenece al sindicato.
La situación de los que están por acceder a car-
gos definitivos se debe a que muchos educado-
res que en la década pasada eran contratados
sólo durante los nueve meses de duración del
calendario escolar ahora deben ingresar formal-
mente en las plantas de personal aprobadas por
el ministerio a las entidades territoriales. El pro-
ceso de conformación de las plantas y de nom-
bramiento definitivo está en marcha y se habla
informalmente de que habría casi 50 mil maes-
tros en período de prueba listos para presentar
la correspondiente evaluación que les permitirá
ingresar en la carrera docente y ser inscriptos en
el escalafón. 
Los educadores representaban el 6% de la fuer-
za formal laboral colombiana en 1996 (Liang,
Xiaoyan. 2003: 8). La proporción de sindicaliza-
ción mencionada -al menos para el caso de los
maestros oficiales, contrasta con la tendencia
general en el país que muestra una desacelera-
ción general de la tasa de sindicalización de los
trabajadores en las últimas décadas. En efecto,
después de aumentar del 5% al 13% entre 1947
y 1965, dicha tasa cayó al 6% después de 1990,
y en los últimos años se aproxima al 5% (Cues-
ta, 2005:7). Dentro de los factores señalados
como causas posibles que han afectado al sin-
dicalismo colombiano se ha mencionado la ge-
neralización, desde 1991, del “contrato a térmi-
no definido” en el sector público, lo que ha
hecho temer al trabajador por la terminación de
9 Según declaraba recientemente el presidente de la Fecode a una conocida revista de tiraje nacional, la Fede-
ración no maneja más de 1.400 millones de pesos al año (aproximadamente $US 700 mil), pero fácilmente
toda la organización sindical, es decir incluyendo las filiales, puede mover más de 12 mil millones de pesos
por año (aproximadamente $US 6 millones) (Revista Semana, julio 11 de 2007).
10 Entrevista publicada en la Revista Semana, junio 11 de 2007. Después de un crecimiento importante de alre-
dedor del 25% entre 1995 y 2000 (ver Exposición de Motivos Acto Legislativo 01 de 2001), esta tendencia se
ha frenado y hasta se habla de una reducción en el número de educadores. Esto último podría ser el efecto
de las medidas de reorganización de las plantas de personal que han obligado a los municipios y a los de-
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dicho contrato si se halla sindicalizado. Igual-
mente se hacen ahora los contratos administra-
tivos de prestación de servicios que no recono-
cen ningún derecho laboral social. Estas normas
afectaron profundamente a los sindicatos llevan-
do a la desaparición o reducción de algunos de
ellos como los ferroviarios, portuarios, los sindi-
catos de trabajadores de Obras Públicas y de
otras instituciones gubernamentales11. Entre
1990 y 1994 habrían entrado en receso o habrí-
an sido liquidados en Colombia cerca de 514
sindicatos, con unos 95.229 afiliados (Delgado,
2001: 57-58).
En este panorama, los trabajadores de la educa-
ción pública son de los pocos que han logrado
mantener su crecimiento y nivel de sindicaliza-
ción. Aunque no se prevé una disminución de la
sindicalización en el ámbito de los educadores
oficiales, es importante tener en cuenta que el
crecimiento de nuevos esquemas de contratación
del servicio educativo ha incrementado el núme-
ro de docentes vinculados bajo esquemas priva-
dos de contratación, especialmente en la ciudad
de Bogotá. Esta situación es sin embargo margi-
nal respecto del número total de educadores ofi-
ciales cuyo crecimiento real es difícil de predecir
por cuanto dependerá del crecimiento de la ma-
trícula, especialmente del aumento de la cober-
tura de la educación secundaria y media.
4. Posiciones ideológicas 
Desde su inicio, el sindicato ha tenido un com-
promiso activo con los principios de solidaridad,
representación y negociación colectiva. Su mi-
sión y actividades se basan en la creencia de
que toda educación debe ser pública y que es
una responsabilidad del Estado asegurar la ofer-
ta del servicio educativo a toda la población sin
exclusión ninguna. En ese sentido, el principio
de justicia social hace parte del ideario que sus-
tenta las acciones colectivas. El reconocimiento
y defensa de los distintos grupos culturales
hace parte entonces de la concepción de una
sociedad a la escucha de sus necesidades e in-
tegradora de sus diferencias.
Asimismo, la Federación considera que la plura-
lidad política e ideológica de los educadores
debe ser una característica del sector y que esta
diversidad debe ser respetada en la libertad de
expresión y de cátedra, así como el desarrollo
profesional. La defensa de los valores democrá-
ticos se convierte así en un sustento de base y
se promueve mediante la práctica misma del
ejercicio docente y al interior del sindicato. 
Aunque en términos ideológicos y políticos el
sindicato ha sido asociado de manera general
con la izquierda, sus mismas directivas han ase-
gurado que sus miembros representan la diver-
sidad partidista del país, mostrando diferentes
tendencias, especialmente a nivel regional (Ló-
pez, 2001: 54). Debido a esa diversidad partidis-
ta, numerosos conflictos internos han producido
fragmentaciones que en ocasiones pudieron ha-
ber afectado el comportamiento del sindicato y
sus estrategias de negociación y de presión. De
acuerdo con el recuento realizado por Chambers
(2006: 12) acerca de la afiliación partidista de
los miembros del Comité Ejecutivo, se observa
que durante el período de 1994 a 2003 éstos
pertenecían a partidos pequeños situados entre
11 Instituto de Crédito Territorial, Instituto Nacional de Recursos Naturales -Inderena, Ministerio de Hacienda y
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el centro y la izquierda, pero después de ese
año se constata una afiliación cada vez mayor al
partido político Polo Democrático. De hecho, ca-
torce de los quince miembros del comité milita-
ban en dicho partido en 2006. Esto muestra que
si hace menos de una década en el sindicato no
se sentía la influencia fuerte de un partido polí-
tico en particular, las cosas han cambiado a ni-
vel del Comité Ejecutivo en la actualidad.
Para entender mejor este acercamiento es im-
portante introducir brevemente la historia de
este partido político en Colombia. El Polo Demo-
crático Independiente, PDI, fue creado en 2002
como un proyecto de izquierda que buscaba di-
ferenciarse de la izquierda tradicional. Reagrupó
en ese momento a diversos grupos indepen-
dientes que se pusieron de acuerdo para la elec-
ción de un único aspirante a la presidencia -Luis
Eduardo Garzón, que a la postre fue elegido
como alcalde de Bogotá para el período 2004-
2007-. Este ha sido el primer alcalde represen-
tante de la izquierda elegido por voto popular
en la ciudad de Bogotá12. En 2006, el PDI se alió
electoralmente con la coalición de la izquierda
tradicional Alternativa Democrática para confor-
mar el partido Polo Democrático Alternativo,
PDA, y hacer oposición a la reelección del hoy
presidente Alvaro Uribe. Es en este momento
que se observa un acercamiento decidido por
parte de la Fecode a dicho movimiento político.
5. Carácter de las reivindicaciones 
Las reivindicaciones del sindicato se organizan
alrededor de dos grandes bloques. El primero se
refiere a las exigencias de tipo laboral entre las
cuales se encuentran los salarios, las prestacio-
nes, la atención en salud y las pensiones, así
como todo lo relacionado con las condiciones
mismas del trabajo y su reconocimiento, como
son la defensa de derechos humanos y la profe-
sionalización. En el segundo bloque se ubican
las exigencias relativas a la discusión más am-
plia de política educativa, ya sea en el plano pe-
dagógico como en el organizacional y de ges-
tión. Caben aquí temas como las reformas
curriculares, la autonomía del educador, lo rela-
cionado con la financiación de la educación pú-
blica y los modelos de gestión, desde la descen-




Laborales • Salarios, ascensos y 
prestaciones
• Profesionalización
• Protección de derechos de 
los educadores
De reconocimiento • Participación en la 
como actor de formulación de la política
la política pública educativa
educativa • Intervención en aspectos 
de la gestión de personal
Aunque la mayor parte de los reclamos y exi-
gencias de la Federación se han mantenido a lo
largo de los años, las innovaciones en términos
de políticas educativas han generado nuevos
frentes de lucha para el sindicato. En esta sec-
ción se presentan brevemente las temáticas
que han tenido mayores desarrollos en térmi-
12 En las recientes elecciones para el período 2008-2011, realizadas en octubre de 2007, el Polo Democrático Al-
ternativo ganó de nuevo la alcaldía de Bogotá, 19 otras alcaldías municipales y obtuvo su primera goberna-
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nos de reivindicaciones. Estos puntos serán re-
tomados más adelante en el documento por
tratarse de temas abordados en las reformas
más recientes. 
5.1 Las condiciones laborales
Los educadores obtuvieron logros fundamenta-
les en términos de sus condiciones laborales
con la puesta en marcha del Estatuto Docente
(Ley 2277 de 1979) y con la creación del Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
diez años más tarde. El primero permitió el es-
tablecimiento de una escala salarial nivelada y
de un escalafón docente unificado, beneficios
pensionales y un código disciplinario específico.
Consistió entonces en un sistema normativo
para la administración, clasificación y promoción
del personal docente y permitió así avanzar en
el reconocimiento de la profesionalización del
educador. En cuanto al segundo, el Fondo fue
creado como una cuenta de la nación, con el fin
de administrar los recursos de seguridad social
(prestación de servicios de salud y pago de
prestaciones económicas) de los maestros afilia-
dos. La defensa de este régimen especial para
el magisterio se constituyó en otro triunfo para
el sindicato cuando fue excluido de la reforma al
sistema de pensiones realizada en el país al ini-
cio de la década del 90.
La protección y mejoría de estas ganancias ha
sido una demanda permanente de la Federación
frente a las reformas gubernamentales. Sin em-
bargo, en el año 2002 el gobierno nacional ex-
pidió un nuevo Estatuto Docente (Ley 1278)
para los maestros que ingresen en el servicio
educativo a partir de esa fecha y para aquellos
que de manera voluntaria quieran pasarse del
antiguo al nuevo régimen. Así, hoy en día una
de las principales reivindicaciones de la Fecode
consiste en el establecimiento de un único esta-
tuto docente en el país que permita dar un tra-
tamiento homogéneo al cuerpo docente. En
cuanto al funcionamiento del Fondo de Presta-
ciones, en 2005 el sindicato y el gobierno logra-
ron nuevos acuerdos para mejorar el tipo de ser-
vicio de salud ofrecido a los docentes (Decreto
2831 de 2005) pero todavía se están buscando
mecanismos para evitar prácticas poco transpa-
rentes de los prestadores de servicio. 
En lo relativo al nivel de remuneración, la Fede-
ración ha sido siempre activa en reivindicar el
mejoramiento de los niveles salariales de los
educadores. Esta discusión aparece al finalizar
cada año, cuando la Comisión Permanente de
Concertación de Políticas Salariales y Laborales
debe fijar el salario mínimo legal para el año si-
guiente. Es reconocida la presencia e influencia
de la Fecode en esa comisión, hasta tal punto
que, en diciembre de 2006, impidió que la Co-
misión llegara a un acuerdo con el Estado en
ese sentido. Sin embargo, aparte de los incre-
mentos excepcionales de 8 puntos por encima
del resto de trabajadores estatales que la Fede-
ración negoció con el gobierno nacional duran-
te tres años a partir de 1996, las demandas del
sindicato no han tenido éxito en los últimos
años.
La búsqueda de mejores salarios para el conjun-
to de los servidores públicos ha sido con justa
razón una reivindicación constante de los sindi-
catos colombianos, sin embargo, las prioridades
de gasto establecidas por los diferentes gobier-
nos y las presiones externas para frenar el gas-
to público han sido los motivos expuestos por
éstos para obviar estas peticiones. En el caso de
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ingreso con otras categorías de trabajadores a
quienes se exige un mayor número de horas
presenciales en su trabajo. Algunos estudios
comparativos realizados en América latina han
abordado información en ese sentido y aportan
conclusiones con relación al caso colombiano.
Se afirma que en 1999 los maestros colombia-
nos recibían en promedio 5% menos del salario
anual que otras categorías, aunque trabajaban
14% menos de horas que los demás trabajado-
res. Si se toma el salario bruto por hora, los
educadores colombianos ganan 20% más que
otras categorías (De Moura y Ioshpe, 2007; Her-
nani-Limarino, 2005; y Liang, 2003). La pérdida
de poder adquisitivo de los salarios -situación
por lo demás generalizada en el país-, sigue
siendo uno de los motivos principales de movi-
lización y demandas del sindicato frente al go-
bierno nacional. 
Al tiempo con el reconocimiento salarial y de
prestaciones sociales, el sindicato ha defendido
la idea de valoración social y la profesionaliza-
ción del educador. Esta discusión busca ante
todo lograr el reconocimiento por parte del go-
bierno de que la docencia tiene un campo de
competencias bien definidas, así como lo tienen
otras profesiones. Esta discusión ha aparecido
de manera intermitente en el discurso de la FE-
CODE, pero no ha tenido mayores desarrollos.
De hecho, la posición del Ejecutivo ha sido que
los elementos básicos del reconocimiento de la
profesionalización ya están contenidos en el Es-
tatuto Docente y probablemente así lo conside-
ran también algunos sectores del sindicato.
Teniendo en cuenta el contexto de violencia
política en Colombia, y el hecho de que los
educadores son uno de los grupos más afecta-
dos por la situación de amenazas y violencia
personal, la Fecode ha denunciado constante-
mente la violación de los derechos humanos
de los docentes.13 De hecho, la organización
Amnistía Internacional señala a Colombia como
uno de los lugares más peligrosos del mundo
para los sindicalistas. Así fue entre los sindica-
listas del sector de la educación donde se re-
gistró el mayor número de homicidios en 2006,
pues de un total de 77 sindicalistas asesinados
en el país, 35 eran profesionales de la educa-
ción.14 Es importante mencionar que esta situa-
ción se ha convertido en el gran obstáculo para
que los demócratas estadounidenses apoyen la
firma del Tratado de Libre Comercio entre Esta-
dos Unidos y Colombia. La actividad de la Fe-
code se ha orientado entonces a denunciar es-
tos hechos y a presionar a las autoridades
educativas para que cuando haya maestros
amenazados sean trasladados rápidamente a
otros sitios del país.
13 En un informe elaborado por la Federación en octubre de 2003 se habla de 650 asesinatos de docentes des-
de la década de los ochenta, amenazas múltiples, 23 víctimas de desaparición forzada, 3.500 perseguidos de
conciencia, cientos de desplazados forzados, más de 50 maestros en exilio y otros 30 en proceso de dejar
el país. Ver: FECODE. 2003. “Report On The Situation Of The Human Rights Of Colombian Teachers”. Presen-
tado a la Asociación Canadiense de Profesores Universitarios.
14 Ver: “Sindicalismo en Colombia – Homicidios, detenciones arbitrarias y amenazas de muerte”. 2007. Amnis-
tía Internacional. Índice AI: AMR 23/001/2007. p. 58. Documento consultado el 17 de julio de 2007 en www.am-
nesty.org. Por su parte, la Confederación Sindical Internacional afirma que en 2006 más de la mitad de los
sindicalistas asesinados en el mundo se encontraban en Colombia. Ver: “Informe Anual sobre las violaciones
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5.2 Reconocimiento del sindicato como actor
de la política educativa
Las reivindicaciones del sindicato en el sentido
de acceder a una mayor participación en la for-
mulación y seguimiento de la política educativa
se expresan en diferentes aspectos. Probable-
mente uno de los terrenos en los que el sindi-
cato ha insistido más tiene que ver con lo rela-
cionado con la libertad curricular y de cátedra.
Es así como la autonomía en estos temas ha
sido un eje en sus reclamos desde la conforma-
ción del Movimiento Pedagógico. Más reciente-
mente, argumentando su conocimiento específi-
co de la docencia, el sindicato ha defendido su
derecho a participar en debates a propósito de
la promoción automática de los estudiantes y la
formulación de los estándares curriculares. 
La demanda de espacios de participación para
los educadores llegó también al terreno de la
gestión de personal cuando se elaboró la Ley
General de Educación en 1994, puesto que el
sindicato pedía que hubiese representantes de
los educadores en las Juntas Educativas, tanto
en la nacional como en las territoriales. Estas
instancias creadas como efecto de la ley tuvie-
ron responsabilidades particularmente para vali-
dar los traslados de maestros, pero en realidad
no tuvieron una injerencia real en la gestión
educativa y las reformas más recientes les qui-
taron competencias en esas áreas de gestión de
personal.
En segundo lugar, la Federación de Educadores
ha exigido que se respete lo establecido en la
Constitución Política de 1991 en términos de fi-
nanciación para la educación. Dos reformas han
alterado ya lo consignado allí en relación al
monto y modalidades de asignación de las
transferencias que hace la nación a las entida-
des territoriales para financiar la educación pú-
blica. De la disponibilidad de recursos depende
el mejoramiento de las condiciones laborales de
los educadores y el sindicato hace un segui-
miento permanente a los niveles generales del
gasto en el sector presionando por su aumento. 
Un tercer punto tiene que ver con la exigencia
de que se respete el derecho de todos los ni-
ños y jóvenes a la educación gratuita. En el
marco de estas reivindicaciones, el sindicato
se ha apoyado en investigaciones que refuer-
zan su posición, como el informe realizado por
la Relatora Especial para los Derechos Huma-
nos de la Naciones Unidas, que plasmó la ne-
cesidad de aumentar los recursos para la edu-
cación y de respetar el derecho de acceso de
todos los niños al servicio educativo15. El ins-
trumento por medio del cual el sindicato bus-
ca lograr su objetivo es la sanción de una ley
estatutaria que garantice el derecho a la edu-
cación, incluyendo tres años de preescolar
para todos los niños.
Por último, el sindicato propone un Proyecto
Educativo Nacional Alternativo que en principio
recogería su visión general de la educación. Las
ideas de este proyecto se discuten actualmente
al interior de la Federación, en el marco de la
elaboración del Plan Decenal de Educación
2006-2015, convocado por el gobierno nacional
como parte de las obligaciones establecidas en
la Ley General de Educación. 
15 Ver “Por la defensa de la descentralización y la inversión social”, carta abierta de FECODE octubre 5 de 2006,
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6. Formas de lucha 
Las formas de lucha del sindicato se ubican des-
de la participación en diálogos, donde pueden
sustentar su posición, hasta medidas más radi-
cales como son las huelgas y paros masivos. En
el punto medio se encuentran también deman-
das, denuncias y foros. 
La participación del colectivo de educadores en
diálogos con el Estado y otros actores aparece
más claramente a partir de 1991, en el marco de
la Asamblea Nacional Constituyente, y posterior-
mente en la definición legislativa y reglamenta-
ria de los principios constitucionales adoptados.
Mesas de trabajo, debates y discusiones con
distintos grupos le permitieron al sindicato estar
más cerca del tema general de formulación de la
política educativa e influir en la toma de las de-
cisiones finales.
Una manera de emprender luchas por una vía
participativa y masiva sin confrontaciones in-
mediatas con el gobierno ha consistido en la
realización de foros y campañas. La Fecode ha
sido bastante dinámica en este tipo de activi-
dades, entre las que se pueden señalar las
más recientes como el II Foro Nacional en De-
fensa de la Educación Pública, realizado en oc-
tubre de 2003, y la convocatoria amplia en
conjunto con muchas otras organizaciones del
sector educativo para el desarrollo de una
campaña y movilización social 2003-2004 por
el derecho a la educación. Además, en la ac-
tualidad está recolectando firmas para promo-
ver un referendo legislativo que permita rever-
tir la reforma constitucional aprobada en mayo
de 2007 que recorta el nivel de las transferen-
cias para la educación del nivel central a las
entidades territoriales.
Pero si el sindicato se ha hecho conocer en el
país, es sobre todo por medio de las huelgas y
movilizaciones que ha liderado en el pasado. Sin
embargo, según Archila (2007), el magisterio, que
es el sector asalariado con más huelgas y huel-
guistas en la historia laboral del país, mermó el
ritmo de su protesta a fines del siglo pasado. Va-
rias preguntas surgen a propósito de esta situa-
ción que puede estar mostrando una posición es-
tratégica de los directivos sindicales frente a un
contexto específico. Se pueden mencionar facto-
res como cierto cansancio de los miembros del
sindicato en relación con la demanda permanente
de movilización, la poca credibilidad que generan
estas manifestaciones después de varios intentos
fallidos por lograr los cambios demandados e, in-
cluso, puede haber influido la puesta en marcha
de medidas de control por parte de las autorida-
des públicas que, apoyadas en la ley, decidieron
no pagar los días no trabajados. 
El tema de las huelgas es delicado tanto por su
uso como por su efecto real. De acuerdo con in-
formación sistematizada por el Centro de Inves-
tigación y Educación Popular, Cinep, alrededor
del 24,4% de las huelgas realizadas en el país
durante 1975 a 2000 correspondieron a las del
sector educativo, lo cual muestra el dinamismo
de este tipo de protesta en el contexto nacional.
Sin embargo, estos datos también muestran un
descenso reciente en el número anual de paros
en educación, puesto que entre 2002 y 2004 se
habrían registrado tan sólo 4, 7 y 3, respectiva-
mente. Estas cifras son bajas si se comparan
con los 60 paros realizados en 1990 y los 25
que tuvieron lugar en promedio durante el perí-
odo de 1982 a 2005. Es importante, sin embar-
go, señalar que los paros de los años 2001 y
2004 lograron una participación bastante más
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(Chambers, 2006: 18)16. Pero el hecho de que
las movilizaciones más masivas de los últimos
años, incluyendo la más reciente de mayo de
2007, no hayan logrado su objetivo de bloque-
ar las reformas que las motivaron, genera inte-
rrogantes sobre la efectividad de las medidas de
fuerza frente a otras alternativas de protesta. 
El sindicato ha utilizado también la vía jurídica
como una alternativa para luchar contra las me-
didas que considera injustas o que van en con-
tra de privilegios adquiridos en el pasado. Entre
las más importantes se inscriben demandas for-
muladas ante la Corte Constitucional a algunos
artículos de la ley del Plan Nacional de Desarro-
llo 1998-2002, así como a la reforma constitucio-
nal de 2001 y a diversos puntos de su posterior
formulación legislativa. La Federación ha conse-
guido logros importantes utilizando esta estrate-
gia puesto que ya son varias las sentencias ju-
rídicas que le han dado la razón. Parecería
entonces que la batalla jurídica resulta última-
mente más exitosa que las movilizaciones mis-
mas para el logro de los objetivos o por lo me-
nos para matizar las reformas aprobadas. 
La combinación de estas diferentes formas y es-
trategias de protesta hacen parte de los retos
del sindicato y la selección de las formas de
oposición y resistencia puede crear tensiones al
interior de la organización. Así, escoger entre
mantener un paro indefinido o buscar negocia-
ciones concretas con los gobiernos suele ser un
tema de conflicto en el interior del Comité Eje-
cutivo (Hernández, 2007:80). Durante la última
movilización de mayo 2007, la Fecode fue criti-
cada por el sindicato de profesores universita-
rios por no haberse mantenido en el paro y ha-
ber optado por buscar una negociación con el
gobierno17. Es cierto también que había un res-
paldo desigual a la movilización por parte del
magisterio debido al temor de perder los sala-
rios y bonificaciones ante las amenazas oficiales
de descontar los días no laborados y las tensio-
nes internas en la Federación (Archila, 2007).
A todas las manifestaciones anteriores hay que
agregar una estrategia de lucha que ha hecho
camino en Colombia desde la década pasada.
Se trata de la entrada de miembros del sindica-
to a diferentes instancias del Estado en la bús-
queda por influir las decisiones de política edu-
cativa. Aunque esta situación no genera
consenso en cuanto a sus resultados, pues se
ha dicho que tal cooptación del sindicato por
parte del gobierno ha debilitado a la Federación
(Chambers, 2006), para otros ha sido definitiva-
mente un mecanismo importante para llegar a
las instancias de decisión.
La incorporación del sindicato al Ejecutivo ha
sido progresiva. En un primer momento dos ex
presidentes de la Fecode fueron elegidos gracias
a la votación de los docentes como miembros
de la Asamblea Nacional Constituyente, garanti-
zando así la voz de los educadores en la refor-
16 La movilización del año 2001 tenía como objetivo manifestar el desacuerdo de los educadores frente a la
puesta en marcha del Programa Nuevo Sistema Escolar, que integraba nuevos elementos de gestión escolar,
así como la oposición total a la reforma a las transferencias constitucionales para la educación. El paro de
2004 se oponía a las nuevas medidas adoptadas por medio de esta última reforma, especialmente a la pues-
ta en marcha del nuevo Estatuto Docente.
17 La Federación levantó el paro que en principio era indefinido, mientras que paralelamente convocó a nuevas
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ma constitucional de 1991. Posteriormente, la
Fecode mantuvo su apoyo a estos dos ex direc-
tivos, eligiendo en 1994 a su primer represen-
tante en el Senado de la República -Jaime Dus-
sán-, y logrando el nombramiento de Abel
Rodríguez como viceministro de Educación en
1995. Varios de los directivos del sindicato han
accedido desde entonces a cargos de elección
popular en alcaldías, en el Senado de la Repú-
blica y en Concejos distritales y municipales. La
Secretaría de Educación de Bogotá, la más gran-
de del país, también estuvo a cargo de Abel Ro-
dríguez entre 2004 y 2007, y su nombramiento
en ese cargo fue ratificado bajo la nueva admi-
nistración en 2008.
7. Alianzas 
La Federación de Educadores es un sindicato que
ha logrado hacerse conocer a nivel nacional. Por
un lado goza de la fuerza que le otorga el núme-
ro de miembros que lo componen, pero adicio-
nalmente la unidad y centralización que lo han
caracterizado en el pasado le han permitido ga-
nar espacios valiosos para su actividad sindical.
Una característica indiscutible es que la Federa-
ción ha podido actuar de manera independiente
en la lucha por sus reivindicaciones, al buscar
aliados ocasionales tan sólo oportunamente para
crecer el número de manifestantes y lograr una
mayor presión en la defensa de sus intereses. 
El acercamiento a otros sindicatos y a las cen-
trales sindicales ha sido una constante en mo-
mentos de las movilizaciones masivas. Sin em-
bargo, la diferencia de intereses y de formas de
negociación no permite que ese apoyo sea bus-
cado de forma permanente. En esas circunstan-
cias se suman además reivindicaciones múlti-
ples, como sucedió en la protesta de mayo de
2007 cuando la Fecode y el sindicato de profe-
sores universitarios se juntaron e incrementaron
el número de participantes en las movilizacio-
nes. En este caso a la oposición de la Fecode,
que buscaba bloquear la reforma a la reducción
de las transferencias constitucionales para la
educación, se sumó la de los sindicatos de la
educación superior que se oponían al artículo
38 del Plan Nacional de Desarrollo del segundo
gobierno del presidente Uribe, cuyo contenido
exigía a las universidades públicas concurrir con
la nación para resolver su pasivo de pensiones.
A la fuerza del número de participantes en las
protestas se sumaba entonces el hecho de que
todos los niveles educativos entraban en paro y
haciendo las cosas más difíciles para el gobier-
no. Pero al mismo tiempo, la defensa de intere-
ses puntuales y distintos hacía más fácil la rup-
tura de la unión para la movilización, lo que de
hecho sucedió cuando la Fecode decidió adop-
tar otra estrategia.
Aparte de otros sindicatos, la Federación ha teni-
do acercamientos con organizaciones distintas.
Teniendo en cuenta que durante los años 80 la
sociedad civil se convirtió en un actor político vi-
sible en Colombia por medio de organizaciones
de base que hicieron de manera directa sus de-
mandas al Estado, la presencia de éstas se con-
virtió desde entonces en un factor de ayuda, pero
también de conflicto para el sindicato. De mane-
ra general, estos movimientos se caracterizaron
por una presencia local, en oposición al centralis-
mo del sindicato y, por lo tanto, hicieron posibles
principalmente alianzas locales y regionales para
la defensa de las reivindicaciones que se restrin-
gían a esos espacios. Esto ha sido especialmen-
te importante para vincular en las demandas a
sectores no necesariamente relacionados con la




















sindicatos colombia  24.09.08  15:44  Page 27
luchas sociales. Adicionalmente, la alianza con las
asociaciones de padres ha sido siempre un ele-
mento importante para el sindicato con buenos
resultados en el nivel local, como lo ha mostrado
el caso de Bogotá, donde la Asociación Distrital
de Educadores, ADE, suele contar con la ayuda de
las organizaciones de padres de familia. En los úl-
timos años el sindicato ha sido especialmente ac-
tivo en la búsqueda de respaldo por parte de
esta diversidad de agrupaciones para la realiza-
ción de foros y campañas. 
Durante el primer semestre de 2007, en el marco
de la reforma constitucional a las transferencias
para la educación, el sindicato se alió a la pro-
puesta de la Federación de Gobernadores de los
departamentos en relación con la gradualidad del
crecimiento de las transferencias de la nación
para las entidades territoriales. En este caso coin-
cidieron por primera vez intereses de los dos gru-
pos que no querían ver disminuidos los recursos
para la educación en el nivel departamental. 
Finalmente, la alianza del sindicato con los par-
tidos políticos ha sido más difícil de establecer y
puede resumirse en lo que Grindle (2004: 120)
ha definido para el caso colombiano como una
relación media con los partidos. El acercamiento
más claro parece darse recientemente con el
PDA, en cuyo ideario se puede leer: “La educa-
ción pública será universal, de calidad, gratuita y
obligatoria en los niveles de preescolar, básica
primaria, básica secundaria y media, así como en
formación técnica laboral y en educación supe-
rior. Restableceremos los derechos laborales, sa-
lariales y profesionales conculcados al magiste-
rio”18. Estos objetivos coinciden plenamente con
los expuestos por el sindicato y permiten enten-
der el acuerdo que se ha establecido entre las
dos colectividades. Adicionalmente coinciden en
otros temas de gran trascendencia en el debate
político más amplio como son las protestas con-
tra lo que en Colombia se conoce como la “pa-
rapolítica”, es decir la influencia en la política
formal de grupos armados ilegales de derecha o
paramilitares y la lucha contra la firma del Trata-
do de Libre Comercio con Estados Unidos19.
Pero si la relación actual del sindicato con el
PDA parece clara a nivel nacional, es difícil ge-
neralizar esta afirmación para los niveles territo-
riales. En un contexto descentralizado en el cual
los gobernadores y alcaldes son elegidos, y
donde subsiste un peso importante de los par-
tidos políticos tradicionales en la vida política,
el apoyo de los sindicatos locales puede variar
radicalmente en respuesta a intereses locales.
De hecho, en épocas pasadas el magisterio ha
apoyado también a sectores del partido liberal,
especialmente en algunos municipios o departa-
mentos. La confirmación de estos hechos hace
parte de los cambios generados por la descen-
tralización y requeriría de mayor información
para establecer conclusiones más definitivas. 
18 Ver: “Ideario de Unidad” - Suscrito entre el Polo Democrático Independiente y Alternativa Democrática en el
momento de creación del Polo Democrático Alternativo. En: http://www.polodemocratico.net/Ideario-de-uni-
dad,2759, consulta realizada el 27 de septiembre de 2007.
19 En vísperas de las elecciones para alcaldías y gobernaciones de octubre 2007, el candidato del Polo Demo-
crático Alternativo para la alcaldía de Bogotá–Samuel Moreno, hizo una presentación en la sede de la Fede-
ración (Ver FECODE. Boletín Encuentro no. 13 de agosto 25 de 2007: 3). En la página web del sindicato se
publicaron además la “Carta abierta de Samuel Moreno a los padres y madres de familia”, así como la “Car-
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II. LAS RELACIONES DEL SINDICATO 
CON EL ESTADO
1. Reformas y actores del sector 
educativo colombiano 
En esta sección se aborda la idea de reforma
como cambio a una política pública existente.
Aunque bastante restringida en años anteriores
al debate entre el gobierno nacional y el sindica-
to, la formulación y puesta en marcha de la po-
lítica educativa colombiana ha contado cada vez
más con la participación de diferentes actores.
Los individuos o grupos presentes en su defini-
ción y debate pueden ser resumidos en los per-
tenecientes al Estado institucional como los diri-
gentes, los funcionarios públicos y los miembros
electos (miembros del Congreso de la República
que a su vez son asumidos como voceros de los
partidos políticos), y en los que se sitúan por
fuera de este Estado institucional como son la
organización de educadores, los investigadores,
los grupos de interés y los medios de comunica-
ción. Estos diferentes actores han ocupado roles
diferentes tanto en las propuestas de innovación
como en el mantenimiento del status quo. 
Con base en la posición adoptada por los dife-
rentes actores en el marco de las reformas de
los años 90 en los sectores de la salud, la edu-
cación y el de pensiones, Grindle (2000: 18) es-
tablece una caracterización que se adapta per-
fectamente el caso colombiano. De acuerdo con
ésta, los sindicatos del sector público y las bu-
rocracias públicas oponen resistencia a las refor-
mas propuestas puesto que pierden poder, ac-
ceso, puestos/cargos y control; los políticos
populistas se oponen al cambio, pues los siste-
mas nuevos, más eficientes, les quitan recursos
importantes para distribuir y les hace más difícil
conseguir votos; los trabajadores organizados
protestan por la pérdida de protección de su es-
tatus; los partidos de la oposición ven la opor-
tunidad para atacar al gobierno por su falta de
responsabilidad, su neoliberalismo y su aproxi-
mación tecnócrata a las necesidades y sufri-
mientos de la población. Es fácil ubicar estos
elementos de resistencia en las oficinas territo-
riales encargadas de la educación, en los políti-
cos que gozan del apoyo de los educadores o
en aquellos que buscan preservar poderes regio-
nales, y en el sindicato de educadores.
Para evitar hacer un recorrido demasiado largo
en la historia de la educación en Colombia, y te-
niendo en cuenta que este documento centra su
mirada en el sindicato de los educadores, abor-
daremos particularmente los cambios de la polí-
tica educativa que han tenido lugar desde la con-
formación de la Fecode. Se puede entonces
hablar de tres grandes momentos, siendo el pri-
mero de ellos la nacionalización de la educación,
que condujo a un modelo administrativo centra-
lizado de la educación pública y que convino
perfectamente a las necesidades de los educado-
res que pedían la organización y confiabilidad
que les dio entonces el Estado central. Esta re-
forma favoreció igualmente a las entidades terri-
toriales que se vieron descargadas de una res-
ponsabilidad que no estaban cumpliendo de
manera adecuada y tocó apenas tangencialmen-
te intereses privados en su puesta en marcha. En
esencia, por tratarse de un período de crecimien-
to del sector, los recursos se concentraron en
buena parte en la ampliación de la infraestructu-
ra y de la planta de personal docente. 
Un segundo grupo de reformas se inició al fina-
lizar los años 80, cuando aparecieron progresi-
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educación. Después de discusiones importantes,
que en este caso sí desafiaban los intereses de
los diferentes grupos -educadores y autoridades
territoriales particularmente-, el país adoptó una
reforma incrementadora, puesto que las trans-
formaciones fueron progresivas y no tocaron los
intereses mencionados. Como lo afirma Nelson
(2000: 53), las reformas de los 90 fueron lentas,
modestas y con riesgos de deshacerse o de ser
revertidas. En Colombia, tres años después de la
puesta en marcha de la reforma que modificó la
distribución de competencias y recursos en
1993, se pensaba de nuevo en la manera de re-
visar el monto de las transferencias a las entida-
des territoriales. Los distintos actores parecían
de acuerdo en señalar las carencias como la
poca efectividad, ineficiencia e incapacidad para
responder a las necesidades de la población, así
como la necesidad de hacer “algo”, no solamen-
te aumentando las inversiones, sino mejorando
el diseño de los programas sociales y sus mo-
dalidades de entrega (Grindle, 2000: 18-19).
Viene entonces lo que ha sido considerado por
algunos como una contrarreforma o una segun-
da fase de lo realizado previamente. Bajo la pre-
sión por disminuir el gasto público y mejorar la
eficiencia en el uso de los recursos, el gobierno
nacional procedió a hacer una serie de ajustes
fiscales que buscaban afectar de manera directa
el monto y distribución de las transferencias del
nivel central a las entidades territoriales. Una
vez abierta esta puerta para los cambios, y so-
bre la base de la aplicación problemática de la
reforma anterior, el nivel central propuso tam-
bién ajustes a la distribución de las competen-
cias entre los distintos niveles de gobierno. To-
maron entonces fuerza temas como la reconcep-
tualización del rol del Estado central en el
aparato gubernamental, la reestructuración del
Ejecutivo y un acercamiento nuevo al sector pri-
vado20. 
2. Los aspectos más controvertidos 
de las reformas21
2.1 Disminución de la presencia del Estado
La agenda social de la mitad de los 90 en Amé-
rica latina se vio permeada por cambios en rela-
ción a la presencia del Ejecutivo en la prestación
de los servicios sociales. Aunque se habló de
una presencia demasiado fuerte del gobierno en
medio de formuladores de política y académi-
cos, lo que llevó a propuestas de privatización y
reducción del Estado, esta discusión suscitó
también la pregunta paralela acerca del muy
poco Estado o del Estado débil que ha caracte-
rizado a países como Colombia y de la necesi-
dad indiscutible de fortalecerlo. Las reformas
que se iniciaron en Colombia con la Constitución
Política de 1991 han favorecido la reducción del
rol estatal, especialmente en la prestación de
servicios, tratando al mismo tiempo de hacerlo
más eficaz en sus responsabilidades. 
Bajo este marco, el gobierno colombiano ha pro-
movido la participación creciente de las comuni-
dades y de las organizaciones no gubernamen-
tales en la prestación del servicio educativo.
20 Para una visión de conjunto de estas reformas y de los debates que las sustentaron en América latina, véa-
se Palamidessi (2003); Grindle (2004); Lowden (2004), quien aborda en particular el caso colombiano; y Kauf-
man y Nelson (2004). 
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Aunque este acercamiento no es totalmente
nuevo, sí han variado los mecanismos de inte-
racción y los acuerdos entre el sector público y
el privado. El espacio que refleja por excelencia
estos cambios se dio en los programas de am-
pliación de la cobertura educativa, donde nue-
vas estrategias fueron diseñadas tratando de
hacer realidad el propósito explícito en todos
los planes gubernamentales de aumentar el ni-
vel de escolarización de la población. 
Una mirada rápida a lo sucedido anteriormente
muestra que las reformas de los años 60 y 70
se centraron en la expansión del sistema educa-
tivo, financiando construcciones, dotación de
materiales, contratación y capacitación de do-
centes. Incluso el Estado pidió al sector privado
que en horarios complementarios prestara sus
instalaciones al sector oficial para la ampliación
de la cobertura. La medida no fue muy exitosa
debido a la resistencia de las administraciones
privadas, que no veían beneficios claros en con-
traparte. Sin embargo, fue retomada con ajustes
importantes en los noventa para la ampliación
de la secundaria, cuando el gobierno diseñó un
programa con motivaciones crediticias para los
colegios privados22. De esta manera, estudian-
tes de bajos recursos recibieron becas del Esta-
do para asistir a establecimientos privados que
se acogieron al programa y estos colegios reci-
bieron directamente los fondos correspondien-
tes al costo de la matrícula, además de tener ac-
ceso a líneas de crédito especiales para la am-
pliación de su infraestructura.
Es de señalar igualmente que en algunas zonas
rurales y urbano-marginales empezaron a surgir
escuelas creadas y administradas por las mis-
mas comunidades y que recibían en ocasiones
ayudas parciales de los gobiernos nacional o te-
rritorial23. La combinación de experiencias exis-
tentes en el país mostraba escuelas públicas,
privadas y mixtas donde coexistían los dos sec-
tores en su financiación o administración. Esta
situación condujo a una formulación cada vez
más integral del tipo de relación público-priva-
do y a partir de la década de los 90 los gobier-
nos buscaron utilizar esa relación de manera
más organizada, transparente y con beneficios
concretos para motivar la participación del sec-
tor privado, todo ello bajo exigencias de calidad
y rendición de cuentas. 
Buscando una ampliación de cobertura acelera-
da, la ciudad de Bogotá inició en 1998 la crea-
ción de los colegios en concesión en zonas de
bajos recursos. La construcción de estas institu-
ciones está a cargo del gobierno distrital y la ad-
ministración, incluida la del personal docente y
directivo, se entrega durante quince años a or-
ganizaciones privadas de reconocida trayectoria
en el sector educativo24. Este esquema novedo-
22 Programa de Ampliación de la Cobertura y Mejoramiento de la Educación Secundaria (Paces).
23 Esta situación evoca lo sucedido en El Salvador con el Programa Educo. Es también lo que Gaynor (1998) ha
llamado el modelo alternativo cuando se refiere a la movilización de ayudas directas de comunidades o de
organizaciones no gubernamentales para la contratación de maestros dejando la responsabilidad de la pres-
tación del servicio a cargo de la comunidad o de la escuela misma. En Colombia, los gobiernos no sistema-
tizaron su esquema ni dieron una ayuda consistente a este tipo de iniciativas.
24 En el año 2005, se contaban 35.612 alumnos en 25 colegios entregados en concesión a instituciones priva-
das de reconocida trayectoria educativa. Aunque las instalaciones y la financiación es pública, el concesiona-
rio ejerce una administración privada (Alcaldía Mayor de Bogotá – Secretaría de Educación. 2005. “Estadísti-
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so ha mostrado soluciones positivas en térmi-
nos de los resultados académicos alcanzados
por los estudiantes así como en la calidad de la
oferta del servicio.
Estos ejemplos que muestran diferentes mane-
ras de trabajo conjunto entre los sectores públi-
co y privado en Colombia han sido discutidos y
monitoreados por actores políticos y grupos de
investigación. La reacción del sindicato a estos
acercamientos al sector privado ha sido de opo-
sición radical y en sus reivindicaciones exige po-
ner un freno a la tercerización y privatización de
la educación. Para los educadores, la única vía
posible para ampliar la cobertura es la de la ex-
pansión de la red pública y argumentan que es-
tas medidas sólo buscan hacer ahorros median-
te contrataciones que ponen en riesgo la
estabilidad laboral de los maestros. 
2.2 La descentralización de la educación
La expansión del sistema educativo mostró que
la centralización no es siempre la mejor manera
para su administración, puesto que las estructu-
ras centralizadas han mostrado ser débiles para
las tareas administrativas del día a día (Gaynor,
1998). Este fue un argumento de peso en la dis-
cusión sobre la descentralización de la educa-
ción, junto a consideraciones más estructurales
frente a los cambios políticos que se vivían en
el país y que fueron permeando el sector. Así, en
la década de los 80, se inició en Colombia un
proceso de descentralización que ha afectado
desde entonces la financiación y administración
del sector educativo. 
Las transformaciones han sido lentas y acompa-
ñadas de cambios legislativos que han creado
El proceso de descentralización de la educación en Colombia
Año Reforma Elementos principales
1989 Desconcentración al nivel Los municipios se hacían responsables de la administración 
municipal (Ley 29 de 1989) de personal y de la infraestructura. Esta reforma no tuvo 
una implementación real por parte de los municipios.
1991- Descentralización de los Los departamentos y distritos recibieron del nivel central 
1993 departamentos y distritos la administración total de la educación en su territorio 
(Constitución Política de junto con las transferencias constitucionales para ello. 
1991 y Ley 60 de 1993) Las transferencias del nivel central a los niveles territoriales 
se precisan como un porcentaje creciente de los ingresos 
corrientes de la Nación. 
Crecimiento de los recursos para la educación.
2001 Descentralización a 42 municipios recibieron la administración de la educación  
los municipios mayores y los recursos para cumplir con esa responsabilidad. 
de cien mil habitantes  Modificación del monto de las transferencias territoriales 
(Acto Legislativo 01 de (su crecimiento se suaviza ligándolo a la inflación más unos 
2001 y Ley 715 de 2001) puntos adicionales) y de su mecanismo de distribución.
2007 Acto Legislativo 04 de 2007 Nueva modificación al monto de las transferencias 
territoriales para la educación. Su crecimiento se mantiene 
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nuevos escenarios desde el punto de vista de
las competencias y de los recursos para la edu-
cación en los distintos niveles de gobierno. La
primera aplicación real del proceso de descen-
tralización se encuentra entonces en la ley de
distribución de las competencias y de los recur-
sos (Ley 60 de 1993), que concentró la mayor
parte del manejo de la educación preescolar, bá-
sica y media en los departamentos y distritos.
Se reafirmaba así la importancia política de los
departamentos en el contexto nacional, lo que
significó dejarlos a cargo de la administración
del grueso de los recursos para la educación bá-
sica y media, es decir de aquellos destinados al
pago de personal docente y directivo. Esta situa-
ción se explica en buena parte por la presión de
la clase política claramente afianzada en el nivel
departamental y defensora del status quo vigen-
te, que le otorgaba un papel importante en los
nombramientos y traslados de los maestros y de
los funcionarios de las secretarías de Educación
(López, 2003; y Lowden, 2004). Sin embargo,
otorgó competencias y recursos nuevos a los
municipios, especialmente para programas de
inversión, ofreciendo algún espacio de decisión
a los gobiernos locales. 
A esta reforma se le criticó que abriera la posibi-
lidad para un gasto desmesurado por parte de
las entidades territoriales que, de hecho, se lan-
zaron a hacer nombramientos de maestros sin te-
ner los recursos propios asegurados a mediano y
largo plazo. El crecimiento del gasto no se refle-
jó en una ampliación significativa de la cobertura
de la educación básica y media y además había
cierta superposición de competencias que con-
fundía a departamentos y municipios en sus fun-
ciones. Como bien lo afirman Kaufman y Nelson
(2005:19), en la base de esta confusión estaban
dos leyes inconsistentes aprobadas por el Poder
Legislativo, una patrocinada por el gobierno y
otra, la Ley General de Educación, por la Fecode. 
Adicionalmente, al finalizar la década del 90, las
entidades territoriales habían acumulado mon-
tos importantes de deuda pública y varios ana-
listas de las finanzas públicas llamaban la aten-
ción sobre los riesgos que esto implicaba y
sobre la necesidad de reducir el gasto público25.
Esta situación, a la cual se sumaron presiones
externas, condujo a la realización de la reforma
de 2001, que se centró en la corrección de pro-
blemas de financiación, organización administra-
tiva y de rendición de cuentas. La segunda fase
del proceso de descentralización consistió en-
tonces en un ajuste o profundización de la des-
centralización mediante el Acto legislativo 01 de
2001, que modificaba dos artículos de la Consti-
tución Política y mediante su desarrollo legisla-
tivo26. Un cambio fundamental consistió en va-
riar el monto de los recursos que se transferían
del nivel central a las regiones. El esquema ins-
taurado con la reforma constitucional de los 90
se basaba en la transferencia de un porcentaje
25 Ver entre otros: Comisión de Racionalización del Gasto y de las Finanzas Públicas. 1997. Informe final. El sa-
neamiento fiscal un compromiso de la sociedad. Tema III. Descentralización. Capítulo Gasto público en edu-
cación básica.
26 La ley 715 de 2001 modificó la Ley de distribución de las competencias y recursos de 1993, algunos conteni-
dos de la Ley General de Educación de 1994, y abrió el espacio para el diseño de un nuevo Estatuto Docen-
te. Para un resumen más detallado de esta reforma ver: López, María Margarita. 2006. “Descentralización de
la Educación Pública en Colombia”. En Fernando Filgueira y Michael Fritsche (Ed.). 2006. Descentralización de
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creciente de los ingresos corrientes de la nación
y se distribuía con base en factores de pobreza,
población, eficiencia fiscal y administrativa, y
mejoramiento de la calidad de vida27. Las modi-
ficaciones afectaron tanto el monto total por ser
distribuido como la manera de distribuirlo entre
las regiones. Por un lado, la suma total de las
transferencias fue desligada temporalmente de
los ingresos corrientes de la nación, pasando a
ser un monto fijo que incluía en ese momento
todo lo que se estaba pagando efectivamente
en los niveles de la educación básica y media
pública. Este monto sería ajustado anualmente,
creciendo de 2% a 2,5% por encima de la infla-
ción durante ocho años. Se esperaba que duran-
te ese período el país corregiría el desbalance
fiscal que motivaba estos cambios y que se re-
tomaría entonces el esquema planteado inicial-
mente en la Constitución Política. 
Por otra parte, también cambiaron los criterios
para la distribución de esos recursos entre las
entidades territoriales. Este punto introdujo
cambios mayores en el sector educativo, pues a
partir de entonces los recursos se asignan con
base en dos variables principales como son el
costo de los alumnos atendidos con los recursos
públicos y la calidad de la educación. Anterior-
mente, los recursos se transferían de manera
inercial siguiendo el gasto del año anterior, con-
dicionado en su mayoría por el pago de salarios
de docentes y administrativos del sector. Con el
nuevo esquema, la transferencia se basa en el
número de alumnos y no en el número de do-
centes. Y para frenar el desorden en el gasto, las
entidades territoriales deben ante todo garanti-
zar el pago de la nómina y de los gastos recu-
rrentes con los recursos que reciben por la vía
de las transferencias. 
En cuanto a las competencias en materia educa-
tiva, se estableció claramente que el nivel nacio-
nal es responsable de la planeación, financia-
ción y regulación, y se transfirieron
competencias específicas para la administración
del servicio educativo a las entidades territoria-
les certificadas. Esta certificación significa que
sólo aquellas que hayan recibido validación por
parte del Ministerio de Educación, con base en
sus capacidades técnicas y administrativas, pue-
den administrar la educación en su territorio.
Las entidades certificadas son actualmente los
departamentos, los distritos y 42 municipios
que tienen más de 100.000 habitantes. Todas
ellas tienen a su cargo la selección y asignación
de los educadores a las instituciones educati-
vas, la evaluación, el pago de los salarios y la
capacitación en servicio. 
En mayo de 2007 se aprobó un nuevo Acto Le-
gislativo que cambió una vez más el monto de
las transferencias para la educación, pero no
afectó el esquema de asignación de recursos a
las entidades territoriales. Con esta revisión a lo
establecido al principio de la década, las modi-
ficaciones planteadas como un ajuste transitorio
a la Constitución se prolongan aún más en el
tiempo: el monto total de las transferencias ten-
drá ahora un crecimiento que se basará en la in-
flación causada el año anterior más unos puntos
adicionales (4% en 2008 y 2009; 3,5% en 2010
y 3% durante los nueve años siguientes).
27 De acuerdo con la Constitución, las transferencias a los municipios pasarían del 14% de los ingresos corrien-
tes de la Nación en 1993 al 22% en 2001 y las correspondientes a los departamentos aumentarían de 23%


































sindicatos colombia  24.09.08  15:44  Page 34
Estas distintas etapas del proceso de descentra-
lización han mostrado respuestas diferentes por
parte del sindicato. En un primer momento hubo
una oposición total a la idea de entregar com-
petencias a las entidades territoriales argumen-
tando que se regresaría al caos vivido antes de
la nacionalización de la educación. Además, el
sindicato mostraba muchos recelos frente a las
prácticas clientelistas de las cuales sería objeto
la educación pública en esos niveles. A medida
que fue calando la idea de entregar los recursos
y la administración a los departamentos, y que
se hizo más difícil defender la posición centra-
lista dado que el ambiente político veía con
buenos ojos esta legitimación de los gobiernos
departamentales, su posición fue la de oponer-
se rotundamente a cualquier posibilidad de en-
trega del servicio a los niveles municipales28.
El problema mayor se presentó en 2001 cuando
la reforma otorgó el manejo de la educación a
los municipios mayores de 100.000 habitantes.
En ese momento, los alcaldes mismos buscaban
fortalecer su administración frente a los niveles
departamental y nacional con el manejo del sec-
tor educativo. No valieron entonces los argu-
mentos del sindicato acerca de la débil capaci-
dad técnica de los gobiernos locales pues el
ambiente político se había hecho más complejo
y el discurso democratizador reconocía abierta-
mente la opción de mayores responsabilidades
y recursos para los niveles locales. Buena parte
de la oposición a la reforma se concentró enton-
ces en exigir que no disminuyera el nivel de re-
cursos y en limitar al máximo el número de mu-
nicipios que asumirían la educación.
Durante las discusiones que enmarcaron el nue-
vo ajuste al monto total de recursos por ser
transferidos a las entidades territoriales (apro-
bado en junio de 2007) el sindicato manifestó
su respaldo a la lucha de alcaldes, gobernado-
res, concejales municipales y diputados departa-
mentales, contra lo que llamaron el recorte a las
transferencias. De igual manera compartió su
posición con el Partido Liberal y con el Polo De-
mocrático Alternativo, que se refirieron a un
“robo a las regiones y municipios” por parte del
nivel central. Esta situación muestra una nueva
relación del sindicato con las autoridades terri-
toriales en una lucha común por preservar los
recursos para la educación.
En una Carta Abierta a los y las congresistas de
Colombia29, la Federación de Educadores resu-
me su posición con respecto a los efectos de la
reforma de 2001, cuya transitoriedad culminaba
en 2008. En ella se hace referencia a la preocu-
pación por la disminución del gasto educativo
como porcentaje del PIB y a la pérdida de más
de 32.000 plazas docentes, se dice también que
con la aplicación de dicha reforma las regiones
dejaron de recibir 14 billones de pesos para el
sector educativo. Por todo ello, la Federación se
opuso al nuevo reajuste, que de acuerdo con
sus proyecciones estaría quitando todavía más
recursos a la educación, y se comprometió a im-
pulsar un Referendo para que las transferencias
28 Es importante mencionar que el sindicato tenía entonces mayores relaciones e influencia ante las oficinas de-
partamentales e incluso había ganado espacios en organismos como las Juntas de Escalafón o los Fondos
Educativos Regionales que funcionaban en el ámbito departamental y en el Distrito de Bogotá.
29 Ver: FECODE. Carta Abierta a los y las congresistas de Colombia. Noviembre 20 de 2006. En: http://fecode.edu.co,
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vuelvan a ser un porcentaje creciente de los in-
gresos corrientes de la nación. El sindicato pide
además que cese el proceso de certificación en-
caminado a municipalizar la educación. 
2.3 El mejoramiento de la calidad 
de la educación
Las críticas a la calidad de la educación han sido
recurrentes en la historia del sector educativo
colombiano. Aunque durante mucho tiempo se
trató más de una percepción vehiculada por los
medios, los empleadores y los mismos padres
de familia, desde hace ya más de una década se
han hecho esfuerzos importantes para organizar
un sistema de medición de la calidad de la edu-
cación básica. Estas medidas, en conjunto con
cambios curriculares, capacitación de los docen-
tes y dotación de material pedagógico, han
dado forma a las políticas orientadas al mejora-
miento de la calidad. 
Con respecto al tema de las mediciones, al ini-
cio de la década del 90 se aplicaron pruebas
muestrales nacionales que arrojaron resultados
sobre el desempeño global de la población es-
tudiantil en el nivel departamental. Sin embar-
go, debido a este nivel de generalidad, los da-
tos no permitían a cada institución educativa
contar con información cierta sobre el estado de
su desempeño. Con el ánimo de obtener infor-
mación realmente útil para iniciar políticas de
mejoramiento, la ciudad de Bogotá inició en
1998 la aplicación de evaluaciones censales a
los estudiantes, produciendo además análisis de
resultados para cada institución educativa. Así
se empezaron a identificar de manera clara las
deficiencias y fortalezas en cada plantel y se
hizo posible la comparación entre ellos.
Siguiendo este mismo camino, durante los años
2002 y 2003 se realizó la primera evaluación
censal nacional de los estudiantes de 5º y 9º
grados en las áreas de matemáticas, lenguaje,
ciencias naturales y competencias ciudadanas.
Posteriormente, entre 2005 y 2006, se realizó la
segunda aplicación nacional censal30. Una vez
procesados los datos, las instituciones educati-
vas recibieron el resultado de su evaluación con
la idea de que puedan trabajar sobre esa base
y establecer así un plan de mejoramiento. De
esta manera, la medición se ha constituido en el
elemento de base para iniciar las políticas de
mejoramiento de la educación.
Los educadores no han sido fervientes seguido-
res de este tipo de mediciones e incluso se han
opuesto abiertamente a su realización en algu-
nas regiones del país, llamando a los padres y
estudiantes a que no participen. Sus críticas a
estas mediciones van desde el contenido mismo
de los exámenes hasta el temor por represalias
para las instituciones o para los docentes cuyos
estudiantes tengan malos resultados. En la po-
sición del sindicato aparece siempre la defensa
de la autonomía pedagógica y la idea de que la
evaluación válida del estudiante es la que reali-
za su mismo maestro.
Otro tema crucial en la discusión sobre calidad
de la educación se refiere a las definiciones cu-
rriculares. Con la aprobación de la Ley General
de Educación en 1994 se cerró un ciclo de varios
años de una reforma inconclusa al currículo. Se
30 Ver: “La Revolución Educativa 2002-2006”. Informe de gestión a 7 de agosto de 2006. En: http://www.mine-
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empezó a hablar en su lugar de lineamientos cu-
rriculares y hoy en día la discusión se sitúa en
el plano de los estándares curriculares. En este
punto, el sindicato de educadores se ha opues-
to a la fijación de dichos estándares y pide au-
tonomía curricular y libertad de cátedra.
Una discusión adicional tiene que ver con la in-
troducción de nuevas temáticas en los progra-
mas educativos, que por lo general incluyen un
trabajo por objetivos transversales. Se trata de
temas como el respeto de derechos humanos,
educación para la paz, la ciudadanía y la demo-
cracia, medio ambiente, género, y educación se-
xual, entre otros. Como lo menciona Vaillant
(2005: 21), abordar estos contenidos exige de
los maestros la asimilación de nuevos métodos
pedagógicos para los cuales no habían recibido
una formación previa, lo que aumenta sus tare-
as y responsabilidades. También ha sido nece-
sario recurrir a personas o a organizaciones es-
pecializadas en esos campos, lo que ha
aumentado los temores del docente por la es-
tabilidad de su propio cargo y su legitimación.
En este punto se inscribe también la creación
de programas especiales como el de Acelera-
ción del Aprendizaje31 que requiere de condicio-
nes de trabajo distintas a las usuales, lo que ha
sido objeto de crítica por parte del sindicato de
educadores.
2.4 Nuevos modelos de gestión 
Probablemente es en el área de gestión donde
se concentra la mayoría de los cambios más sig-
nificativos que se han dado en el sector educa-
tivo en los últimos años. Tal como lo menciona
Morduchowicz (2002: 7) para varios países de la
región, nuevos postulados de la teoría económi-
ca, ligados a una mayor eficacia y eficiencia del
sector público permearon el educativo con el
desarrollo de mecanismos como los vouchers y
la competencia. Los análisis sobre la administra-
ción de las organizaciones influyeron también en
los cambios propuestos en la medida en que las
remuneraciones y ascensos se ligaron al desem-
peño, motivaciones e incentivos y no simple-
mente a la antigüedad. Los conceptos de pro-
ductividad, rendición de cuentas, clientes o
beneficiarios se hicieron más y más corrientes
en los programas educativos. 
Las medidas más significativas encaminadas a
cambiar la gestión del sector educativo pueden
ser resumidas en las que se orientaron directa-
mente a organizar nuevas competencias admi-
nistrativas asignadas a los planteles escolares,
las que afectaron a las entidades territoriales en
su organización y las que tocaron directamente
la administración del personal docente.
La gestión en el nivel de la institución educativa
se convirtió en un tema objeto de atención nor-
mativa tan sólo hace pocos años en el marco de
discusiones acerca de su grado de autonomía.
En efecto, el debate sobre la autonomía escolar
muestra diferentes interpretaciones. Mientras
que para los educadores la esencia de dicho con-
cepto se concentra en la autonomía curricular y
pedagógica, para el gobierno esta autonomía se
concentra en el plano administrativo. El énfasis
que se otorgó a la institución educativa como eje
31 Este programa se dirige a niños, niñas y jóvenes entre 10 y 15 años de edad que no han podido culminar o
que están muy atrasados en sus estudios de primaria. El objetivo del programa es el de combatir la extrae-
dad mediante la utilización de una propuesta pedagógica y metodológica de calidad que permite a estos jó-
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del sistema en la Ley General de Educación esta-
bleció su autonomía para definir el proyecto edu-
cativo institucional, tomar decisiones en asuntos
curriculares y pedagógicos, designar un gobierno
escolar y administrar los recursos que le sean
transferidos o que sean recaudados a ese nivel.
Las reformas posteriores, especialmente la de
2001, confirieron un espacio amplio a la escuela
para la toma de decisiones en relación con as-
pectos que afectan la administración del día a
día y otorgaron competencias nuevas a los rec-
tores en materia de dirección escolar. Adicional-
mente, la evaluación y el monitoreo externo de
los resultados institucionales, así como los pro-
gramas de acompañamiento para el mejoramien-
to, han creado un sistema más basado en inter-
venciones directas en la escuela. 
En la búsqueda del fortalecimiento institucional,
y con el ánimo de garantizar a los estudiantes
una oferta completa de todo el ciclo de la edu-
cación básica bajo un mismo enfoque pedagógi-
co, el gobierno lanzó un programa de integra-
ción de los centros educativos. Se trataba de
reagrupar a los centros que ofrecían tan sólo pri-
maria o algunos grados de este nivel, alrededor
de una institución que tuviera los nueve grados
de la educación básica. Esta medida trajo nue-
vos conflictos pues los rectores de los estable-
cimientos “incompletos” pasaban a ser sola-
mente coordinadores y a la cabeza de la nueva
institución completa quedaba un solo rector.
Adicionalmente, se instauraba un único Proyec-
to Educativo Institucional, una única administra-
ción, una nueva planta de personal docente y
administrativo y un Fondo de Servicios Educati-
vos unificado. Los educadores fueron duros crí-
ticos de esta estrategia de integración puesto
que no fueron consultados para decidir cuáles
instituciones debían ser fusionadas y porque
para ellos significaba también entrar en un pro-
ceso de cambio en relación con la administra-
ción escolar a la cual estaban vinculados. 
En cuanto a los cambios de gestión en el nivel
territorial, la modernización y la reingeniería de
las estructuras burocráticas se convirtieron en
proyectos bandera tanto del gobierno nacional
como de las administraciones territoriales. Los
departamentos, distritos y municipios certifica-
dos, e incluso el Ministerio de Educación, entra-
ron en un programa de fortalecimiento institucio-
nal revisando y ajustando sus procesos internos
y poniendo en marcha sistemas de información
compatibles con el objetivo de lograr asumir las
nuevas responsabilidades de manera eficaz. Te-
niendo en cuenta que ahora el monto de las
transferencias se calcula con base en el número
de alumnos atendidos, el funcionamiento de un
sistema de información, actualizado y confiable,
se ha convertido en un punto fundamental para
la administración de los recursos. Una prioridad
de los últimos años ha sido entonces la norma-
tividad de dicho sistema, así como la construc-
ción de su capacidad técnica y tecnológica.
Un tercer elemento que ha afectado de manera
profunda la gestión ha sido la adopción de cier-
tos parámetros en busca de una mayor “raciona-
lización” en la organización del servicio. El go-
bierno nacional lanzó esta iniciativa que
consistía básicamente en que la distribución de
los educadores correspondiera a la ubicación de
los estudiantes. Para ello se basó en que el cre-
cimiento rápido y desordenado de los nombra-
mientos realizados en los años anteriores se ha-
bía concentrado mayoritariamente en las zonas
urbanas dejando sin la debida atención a zonas
rurales y urbano-marginales. Este aumento por
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matrícula que lo sustentara plenamente. Como
además las entidades territoriales solicitaban re-
cursos adicionales a los de las transferencias
constitucionales para el pago de estas vincula-
ciones, el gobierno nacional decidió que sólo
aquellos departamentos y distritos que hicieran
una reorganización de la planta docente con
base en el número de estudiantes matriculados,
podían acceder a recursos adicionales para el
pago de esas nóminas que se habían ido crean-
do paralelamente. Esto implicaba un manejo es-
tricto de la información y las obligaba a tomar
medidas relacionadas con los traslados y supre-
sión de plazas innecesarias. 
El Distrito de Bogotá refinó un poco más esta
propuesta y puso en marcha medidas concretas,
recurriendo al establecimiento de parámetros
para definir el número de educadores requeridos
con base en el número de alumnos matricula-
dos, haciendo las distinciones necesarias por ni-
vel educativo y zonas urbana o rural. Adicional-
mente, aplicó medidas como la regulación sobre
el calendario y la jornada escolar (Decreto 1850
de 2002) exigiendo mayor presencia efectiva de
los maestros en los planteles educativos. 
Estas medidas provocaron la reacción inmediata
del sindicato, que se opuso a la reorganización
argumentando que se estaban irrespetando de-
rechos adquiridos por los educadores con la re-
alización de los traslados sustentados en “la ne-
cesidad del servicio” y con la eventual supresión
del cargo si el maestro se negaba a aceptar el
traslado. De hecho, durante los primeros años
del gobierno del presidente Pastrana (1998-
2002), la puesta en marcha de planes de rees-
tructuración administrativa y de racionalización
de la oferta se convirtió en el motivo mayor de
conflicto entre el sindicato y el gobierno32. Con
la expedición de la reforma legislativa de 2001,
esta medida quedó plasmada en la ley. Los edu-
cadores perdieron así el espacio que habían ga-
nado con su participación en las Juntas Departa-
mentales y Distritales de Educación -creadas por
la Ley General de Educación que, entre otras
funciones, validaban los traslados de los maes-
tros y hoy en día se refieren a la instauración de
un régimen discrecional de traslados.
Paralelamente a estas transformaciones se dio
la reforma que tocó de manera definitiva ele-
mentos fundamentales de la administración de
los educadores al modificar el Estatuto Docente
que había sido defendido durante más de dos
décadas. Teniendo en cuenta la nueva realidad
del sector educativo, el gobierno propuso una
modificación que se basaba en los nuevos re-
querimientos de formación, desempeño y com-
petencias de los maestros (Decreto 1278 de
2002)33. El nuevo Estatuto de Profesionalización
Docente fija entonces las condiciones de ingre-
so y de promoción en la carrera docente , así
como las escalas salariales para todos aquellos
maestros que ingresen en el servicio a partir de
la expedición de esta norma o para los que es-
taban vinculados por medio del antiguo régimen
y quieran pasarse al nuevo. 
32 Ver: García, Martha Cecilia. “Luchas y movimientos cívicos en Colombia”. En Mauricio Archila y Mauricio Par-
do (Ed). 2001. Movimientos sociales, Estado y democracia en Colombia. Bogotá: CES/Universidad Nacional –
ICANH.
33 Dentro de las críticas al Estatuto de 1979 se encuentran las evidenciadas en el estudio de estas normas en
varios países. Mordukowicz (2002: 11) menciona, entre otras, el nulo incentivo al desempeño así como el efec-




















sindicatos colombia  24.09.08  15:44  Page 39
En relación con el ingreso, se establece que
pueden ejercer la docencia los normalistas supe-
riores, tecnólogos y licenciados en educación,
así como los profesionales en otras áreas que
realicen un curso de formación en pedagogía en
una institución de educación superior durante
su primer año de vinculación. Esto último es una
innovación con referencia al régimen anterior y
ha sido duramente criticado por los educadores,
que argumentan que de esta forma no se ad-
quieren los suficientes elementos pedagógicos
para el ejercicio de la docencia y que por demás
se está estimulando el ingreso de personal sin
la formación requerida. Además, para ingresar
en el servicio educativo estatal es necesario pre-
sentarse al concurso que evalúa aptitudes, ex-
periencia, competencias básicas, relaciones in-
terpersonales y condiciones de personalidad de
los aspirantes. Anteriormente bastaba con acre-
ditar una formación pedagógica.
En cuanto a los ascensos, ya no se realizan au-
tomáticamente por tiempo de servicio, pues se
agrega el componente de la evaluación de de-
sempeño. Esto implica, a diferencia de la norma
anterior, que los docentes deben ser evaluados
y que hay posibilidad de sanciones si obtienen
resultados negativos durante dos años consecu-
tivos. Para ascender en el escalafón es necesario
pasar tres años de servicio en cada nivel y obte-
ner el puntaje debido en la evaluación de com-
petencias34. En el marco del estatuto anterior los
ascensos podían hacerse mucho más rápido si
un docente acreditaba la realización de cursos o
formaciones específicas. De hecho, en los últi-
mos años se criticaba la “feria del crédito”, que
consistía en una amplia oferta de cursos a los
que asistían los educadores para obtener crédi-
tos para su ascenso sin tener en cuenta su per-
tinencia para el trabajo desempeñado. La capa-
citación en servicio respondía entonces más a la
demanda individual del educador con el ánimo
de ascender en el escalafón, convirtiéndose así
en un asunto privado no siempre ligado a la ca-
lidad de su trabajo y a la pertinencia para la es-
cuela. El sindicato ha manifestado su oposición
a estos cambios argumentando que vulneran el
derecho al ascenso, pero en realidad este dere-
cho subsiste y lo que se ha dado es un cambio
en el tiempo requerido para ello. 
La formulación de este nuevo estatuto docente
buscó establecer una relación directa entre la
carrera docente y la calidad de la educación
bajo el supuesto de que un buen maestro es un
elemento fundamental para que los estudiantes
reciban una enseñanza de calidad. Conocer cua-
litativamente al docente que ingresa, así como
su nivel de desempeño posterior, se convirtieron
entonces en factores clave para el diseño de la
evaluación docente que hasta entonces había
sido refutada completamente por el magisterio.
Con la nueva norma, el maestro que quiera in-
gresar en la carrera docente debe ser evaluado
al cabo del primer año de prueba. Se prevé
igualmente, para todos los docentes, una eva-
luación de desempeño anual que debe realizar
el director de la escuela, y una prueba de com-
petencias, como mínimo cada seis años, a cargo
de las entidades territoriales. La participación en
34 El nuevo escalafón docente está compuesto por tres grados cada uno de ellos con cuatro niveles salariales,
mientras que el anterior contaba con 14 grados. Los educadores ingresan en el escalafón en uno de los tres
grados de acuerdo con su nivel de formación, al nivel más bajo de dicho grado. Posteriormente pueden as-
cender por sus años de experiencia, la realización de estudios y el logro de buenos resultados en las eva-
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esta última es voluntaria para aquellos que
quieren ascender en el escalafón. 
Para iniciar el ciclo de aplicaciones, el Ministerio
de Educación organizó la primera evaluación de
desempeño de docentes y directivos docentes
del sector oficial en 2003. Se buscaba valorar
aspectos como el conocimiento por parte de los
maestros del proyecto educativo de la institu-
ción en la que trabajan y de las normas educa-
tivas, la fundamentación que tienen para reali-
zar sus actividades, el manejo de estrategias
pedagógicas, innovaciones, relaciones interper-
sonales, manejo de situaciones conflictivas y li-
derazgo, entre otros (Corpoeducación y otros,
2006: 23). Con la expedición del decreto que re-
glamenta dicha evaluación (Decreto 3783 de oc-
tubre de 2007) se prevé la aplicación anual de
esta norma a partir del año 200835.
Para la FECODE, éste ha sido un punto crítico,
pues si durante la década pasada logró que las
reformas no incluyeran la evaluación de los do-
centes, sus argumentos fueron derrotados al
quedar plenamente legitimada dicha evaluación
para los educadores que ingresen en la nueva
carrera docente. Su denuncia constante se refe-
ría al posible carácter sancionatorio de las eva-
luaciones y a sus efectos sobre la estabilidad de
la carrera. Sin embargo, teniendo en cuenta que
la medición del desempeño ha permeado a todo
el sector público estableciendo parámetros míni-
mos para que los funcionarios puedan mante-
nerse en su cargo, era difícil que los educadores
continuaran con su régimen de excepcionalidad.
En la misma óptica, el sindicato tampoco ha re-
cibido de buena gana las propuestas de incenti-
vos y estímulos al desempeño profesional por
considerar que crean competencia y diferencias
entre los maestros, lo que afecta la solidaridad
entre los miembros e impide homogeneizar de
la situación de los educadores. 
La aplicación del nuevo Estatuto de Profesionali-
zación Docente plantea una dualidad en la admi-
nistración docente en Colombia puesto que el
porcentaje mayor de educadores se mantendrá
regido por el antiguo régimen mientras que los
nuevos ingresarán en el introducido recientemen-
te. De los resultados que se alcancen con este úl-
timo dependerá buena parte de la legitimación
del esquema frente a los distintos actores socia-
les, incluyendo a los mismos educadores.
2.5 Balance de la posición del sindicato 
frente a las reformas
Aunque se han venido mencionando a lo largo
de esta sección reacciones de la Federación de
Educadores a las distintas innovaciones en la
política educativa, se hace a continuación un
breve resumen de la posición adoptada frente a
los cambios de los últimos años. Para empezar
se puede afirmar que, bajo la perspectiva del
sindicato, el gobierno ha tenido a lo largo de los
últimos años una agenda oculta cuya prioridad
ha sido la realización de economías en el gasto
público. El hecho de que buena parte de las re-
formas hayan sido iniciadas en el Ministerio de
Hacienda o en el Departamento Nacional de Pla-
neación da cuenta del temor del sindicato acer-
ca de un desenlace puramente fiscalista. De
35 Debido a las discusiones generadas alrededor de este tema, el Ministerio de Educación abrió un espacio de
participación a los ciudadanos para recibir aportes sobre el proyecto de decreto. Ver: “Proyecto de decreto
sobre evaluación de desempeño de docentes fue socializado con entidades territoriales”. 15 de junio de 2007.
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acuerdo con eso, la Federación asegura que los
objetivos principales de las reformas tienen
como prioridad reducir el número de cargos y re-
emplazar los cargos públicos por contrataciones
siguiendo las leyes del mercado. 
Vale la pena destacar la insistente oposición del
sindicato a toda medida que signifique diversi-
dad en la administración de personal. Como lo
plantea Morduchowicz (2002: 6-7), la discusión
salario-productividad ha sido un punto de con-
flicto en las negociaciones con los gobiernos la-
tinoamericanos, pues los salarios no estuvieron
ligados a este factor antes de los años 90. Rela-
cionar la remuneración y los ascensos con el de-
sempeño, las motivaciones y los incentivos, y no
simplemente con la antigüedad, ha sido un pun-
to no negociable en las posiciones de la Federa-
ción. En esa misma vía, la creación de premios y
estímulos, ya sea para los educadores o para las
instituciones educativas, ha sido otra iniciativa
que tampoco encuentra eco en el sindicato.
El sindicato ha sido particularmente hostil a toda
reforma que busque entregar el pago de salarios
y la definición de las condiciones de empleo a las
instancias regionales, locales y escolares. Aunque
ya asumió que la descentralización al nivel depar-
tamental es un hecho irreversible, se resiste a
aceptar la municipalización de la educación y se
opone a lo que ha llamado la “plantelización” de
la administración educativa. En este punto es im-
portante destacar que la Federación ha manejado
con éxito la inquietud que trajo consigo la refor-
ma de descentralización frente al eventual des-
moronamiento de la unidad sindical lograda en
las décadas precedentes. En efecto, parecería que
la descentralización no ha afectado dicha unidad
en las grandes decisiones sindicales. Sin embar-
go, este sigue siendo un reto, por cuanto nuevas
situaciones pueden presentarse a futuro, a medi-
da que madura la asunción de competencias por
parte de las entidades territoriales, y que se em-
piezan a vivir realidades diferentes entre unas y
otras debido a avances más rápidos en algunas
de ellas. 
El recuento de las reformas anteriores plantea
preguntas acerca de la pérdida o de la ganancia
de poder del sindicato en el marco de la realiza-
ción de la política educativa. Según lo aprobado
en la Constitución al iniciar la década de los 90,
la Fecode ganó algunas batallas claves, pero
también perdió otras. Ganó, pues, aunque no fue
el único actor reclamando más recursos para la
educación, ésta fue una de sus reivindicaciones
más importantes y haberla llevado al ámbito
constitucional fue todo un triunfo para los traba-
jadores del sector educativo. Además, en ese en-
tonces, logró que la descentralización solamente
llegara al nivel departamental, haciendo incluso
retroceder avances alcanzados previamente en
algunos municipios y bloqueando la idea de con-
ceder autonomía a las instituciones educativas,
distinta a la autonomía para la definición de su
proyecto educativo institucional y autonomía cu-
rricular36. Finalmente, aunque la Constitución es-
tableció el derecho a la educación, reivindicación
clara de los maestros, el sindicato no logró ha-
cer validar la idea de gratuidad total. 
36 De acuerdo con Gaynor (1998), pese a la intención inicial del gobierno, el sindicato logró impedir que se abrie-
ran las puertas para el inicio de otros modelos de administración docente como el “grassroot model” o mo-
delo de administración desde las bases, en el cual los consejos escolares formados por los padres y la co-
munidad en general, son los que toman decisiones, ya sea como clientes del servicio o como compañeros-
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Consideradas como ganancias por parte del sin-
dicato, al interior de la organización misma algu-
nos piensan que también fueron varias las pérdi-
das ya que al definir la educación como servicio
público se abrió una restricción para los paros y
huelgas, y se permitió así la contratación de la
administración de la educación con colegios y or-
ganizaciones privadas. Pero las pérdidas mayo-
res para la Federación de Educadores se sitúan
en el ajuste constitucional de 2001 y en su pos-
terior reglamentación. La descentralización al ni-
vel de un número de municipios que concentran
ampliamente más del 40% de la matrícula, así
como la expedición de un nuevo Estatuto Docen-
te, constituyen sin duda resultados altamente
negativos para la imagen del sindicato.
3. Formas de diálogo y de 
negociaciones entre los actores
En el marco de la reforma de 2001 no hubo diá-
logo ni negociación directa entre el Ejecutivo y
los educadores. Por tratarse de un cambio en la
Constitución que debía ser discutido y definido
en el Congreso de la República, la discusión
tuvo lugar entre el gobierno y los congresistas,
entre los cuales había algunos en relación per-
manente con el sindicato. Sólo cuando se pro-
cedió a trabajar en la definición del nuevo Esta-
tuto Docente el Estado concertó algunas
reuniones con el sindicato, pero rápidamente
éste se retiró.
En la reciente reforma de 2007, el gobierno se
resistió de nuevo a negociar con los educadores
asumiendo la misma posición que anteriormen-
te. Se repitió entonces el mismo patrón de dis-
cusiones por un lado entre el sindicato y los
congresistas y posteriormente entre éstos y el
Poder Ejecutivo. Esta situación contrasta con lo
sucedido en la década anterior, cuando en dife-
rentes momentos el gobierno dialogó y negoció
directamente cambios con el sindicato, especial-
mente durante la elaboración y posterior regla-
mentación de la Ley General de Educación37.
Pese a que se cuentan algunos momentos pun-
tuales de diálogo, la relación del sindicato con
el Estado ha sido básicamente de oposición. La
consulta y la colaboración no son situaciones
frecuentes en esta interacción. Recientemente,
estas situaciones de trabajo conjunto se han li-
mitado a temas como el de la salud y el funcio-
namiento del Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio. 
Dado que buena parte de los cambios mencio-
nados han pasado por el Congreso de la Repú-
blica, el sindicato se ha visto obligado a esta-
blecer relaciones con los miembros de este
cuerpo legislativo. Teniendo en cuenta la debili-
dad de los partidos políticos en los debates de
las reformas, debilidad que se hace visible en su
falta de disciplina interna, el sindicato ha adop-
tado una posición de negociación directa con al-
gunos políticos. El intercambio de votos por
apoyo al magisterio en el marco de las discusio-
nes legislativas ha sido una constante de los úl-
timos años. La Federación de Educadores es
consciente de lo importante que puede ser para
37 Durante la administración del presidente Samper hubo grupos de trabajo en los que participaban represen-
tantes del sindicato, del Ministerio de Educación, de Planeación Nacional y del sector privado, para avanzar
en relación con las propuestas de reglamentación a la Ley General de Educación. De esta manera se trabajó
la parte técnica de los decretos y, cuando había puntos irreconciliables, su discusión pasaba a las instancias
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un candidato a los cuerpos legislativos contar
con su votación y, además de esto, ha desarro-
llado modalidades de presión para hacer el se-
guimiento a las actividades de esos políticos y
asegurarse así de que cumplan con lo prometi-
do. La denuncia pública, mediante afiches y de
la página web de la Federación, se ha converti-
do entonces en un mecanismo para forzarlos a
cumplir sus promesas. De acuerdo con un miem-
bro del sindicato, este tipo de denuncias habría
influido para que algunos de ellos no fueran re-
elegidos posteriormente (López, 2001: 55). 
4. La percepción del sindicato por 
otros actores sociales 
El reconocimiento y apoyo que requiere la Fede-
ración de Educadores para la defensa de sus po-
siciones dependen en buena medida de la ma-
nera como lo perciben los demás actores
sociales. El sector educativo colombiano ha con-
tado desde el inicio de la década pasada con
nuevos actores representados en organizaciones
no gubernamentales que, aunque situados en el
sector privado, se interesan por el estado de la
educación en general, incluida la pública38. Su
preocupación se refleja en la investigación que
realizan, la producción de análisis y en algunos
casos en la prestación de servicios al sector pú-
blico. De esta manera, hoy en día entra al deba-
te público educativo un número mayor de acto-
res diversificando también la percepción pasada
del sindicato que era simplemente visto como el
opositor del gobierno.
Es difícil pensar en una visión homogénea del
sindicato por parte de los distintos actores que
interactúan en el sector educativo. Con la llega-
da de nuevas organizaciones al trabajo de mo-
vilización de opinión y al trabajo directo en el
sector educativo, el sindicato ha visto amenaza-
da su posición de actor único frente al Estado.
Algunos de estos equipos han manifestado su
sorpresa al enfrentar celos y resistencia frente a
su trabajo por parte de los educadores. Bajo un
discurso de oposición férrea a todo lo que se
asimile a la privatización de la educación, el sin-
dicato ha dejado en los miembros de estas or-
ganizaciones la imagen de un sindicato cerrado
a cualquier opción de trabajo compartido y a las
innovaciones que proponen. Esta imagen coinci-
de con la afirmación de Palamidessi (2003: 7)
en el sentido de que los sindicatos han sido
identificados como monopolistas del mercado
de trabajo y protectores de privilegios de mino-
rías de asalariados sindicalizados que obstaculi-
zaban la flexibilización del mercado y de los pro-
cesos de trabajo.
La percepción que prevalece en los funcionarios
públicos y en algunos grupos del sector privado
ha sido la idea de que los únicos intereses de
la Federación son la discusión salarial y la de-
fensa del Estatuto Docente39. Algunos miembros
del gobierno y sus allegados afirman incluso
que los dirigentes sindicales están más preocu-
pados hoy en día por la administración y veedu-
ría de los millonarios recursos que maneja el
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y
38 En la última década fundaciones empresariales que trabajaban en proyectos puntuales de educación se acer-
caron a los gobiernos, nacional y territoriales para trabajar de manera concertada, sumándose así a centros
de investigación y grupos de consultoría también crecientes en número.
39 En entrevistas realizadas a diferentes miembros del gobierno y de organizaciones del sector privado se reco-
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por los contratos de salud, que por temas pura-
mente educativos o por el mejoramiento del Es-
tatuto Docente.40. Se le asocia también la idea
de mantenimiento del status quo y la reticencia
a innovar. En ese sentido, la organización de
educadores tiene una imagen particularmente
conservadora en relación con los cambios en las
prácticas administrativas y pedagógicas. 
Otras percepciones más problemáticas, muy con-
ducidas por los medios de comunicación, hacen
referencia a prácticas corporativas y clientelistas.
Por un lado, diferentes administraciones afirma-
ron en el pasado que el sindicato no colaboraba
con la organización transparente de las plantas
de personal, lo que por años fue un problema de
fondo para la asignación de recursos y la organi-
zación del servicio público. Se sabe que maes-
tros asignados a una institución educativa no
asistían a ella y que otros, estando nombrados y
recibiendo un salario, no trabajaban en ninguna
dependencia. Se mencionan también problemas
de regulación y de control sobre los traslados,
pues los docentes hacían entre ellos acuerdos
privados o “permutas” y los hacían en cualquier
momento del año, afectando así la prestación
del servicio educativo. Estas afirmaciones deja-
ban la imagen de un sindicato poco comprome-
tido con temas de transparencia41. Durante la dé-
cada de los 90 también se hicieron públicas
algunas disputas internas en la Federación y en
el CEID que condujeron a intimidaciones y a di-
sidencias de algunos miembros del sector más
radical de la Federación, dejando en la opinión
pública dudas acerca de las prácticas democráti-
cas al interior del sindicato42. 
La entrada de miembros de la Federación de
Educadores a cargos de elección pública ha pro-
piciado igualmente otra mirada a través de los
medios. Así, algunos han empezado a mostrar la
imagen de un sindicato que en un período de
poco más de diez años ha pasado de ser una
agremiación de defensa de los intereses de los
maestros a un importante grupo de presión po-
lítica para los gobiernos de turno. Esta imagen
reposa además sobre la base del poder del sin-
dicato al contar con la posibilidad de hablar y
40 El Fondo maneja 2 billones de pesos al año (mil millones de dólares de Estados Unidos) y sólo a salud se
destinan más de 400 mil millones de pesos (doscientos millones de dólares de Estados Unidos). Ver Revista
Semana del 11 de julio de 2007.
41 Refiriéndose a la aplicación del Estatuto Docente, Gaynor (1998: 42) menciona el poder adquirido por los edu-
cadores en temas como el de los traslados mediante su participación al lado de las autoridades departamen-
tales en las instancias encargadas de esta función. En teoría, los maestros podían ser transferidos al interior
o hacia otras municipalidades, pero en la práctica se requería de la aprobación de los docentes. Los maes-
tros que se acercaban a su retiro para pensión “vendían” sus cargos a otros educadores. Lo más grave de
esto es que, según Gaynor, el sindicato apoyaba indirectamente estas prácticas. 
42 Ver: José Fernando Ocampo. 1996. “Quieren acallarme para que no denuncie la traición”. Tribuna Roja No. 64, fe-
brero 20. Consulta realizada el 15 de enero de 2008 en: http://www.tribunaroja.moir.org.co/?q=node/2000016143.
La ruptura que se presentó en el sindicato ha coincidido desde entonces con crisis internas en torno de las
maneras de presionar al gobierno para sacar adelante sus reivindicaciones. De hecho, el sector marxista le-
ninista de la izquierda ha criticado a la dirigencia de FECODE refiriéndose a ella como a una alianza social
demócrata que no está defendiendo a cabalidad los intereses del magisterio. Ver también: “La alianza social
demócrata que dirige a FECODE respalda la política de Uribe contra el magisterio colombiano”. Tribuna Ma-
gisterial. Mayo 13 de 2003. Consulta realizada el 15 de enero de 2008 en: http://www.moir.org.co/?q=taxo-
nomy/term/11; y artículo de Jerez A. Constanza: “Puja interna por la presidencia de FECODE”. El Tiempo, sep-
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eventualmente movilizar directamente a millo-
nes de estudiantes y a sus padres43.
La federación de educadores proyectó durante
varios años una imagen de estabilidad interna.
Se afirmó entonces que la Fecode gozaba de
una estabilidad mayor a la de los directivos del
ministerio, lo que favorecía al sindicato para
mantener sus demandas frente a gobiernos cam-
biantes (Montenegro, 1995). Durante las refor-
mas de descentralización y de la Ley General de
Educación se decía además que el sindicato
contaba con un grupo importante de negociado-
res experimentados y que usaban estrategias
concretas que iban desde la integración de gru-
pos propositivos y de grupos de apoyo, a la
amenaza de huelga (López, 2001: 55). Pero los
datos de los últimos años en relación con la du-
ración de los presidentes del sindicato muestran
que la estabilidad en la presidencia de la orga-
nización ha disminuido sustancialmente, crean-
do un clima de dudas acerca de su gobernabili-
dad interna. Comparando información acerca de
la duración de los presidentes del sindicato,
Chambers (2006: 16-17) se refiere a un claro de-
bilitamiento del liderazgo interno. En efecto, si
la presidencia se mantuvo durante 84 meses
con Abel Rodríguez a la cabeza durante el perí-
odo de 1982-1988, los presidentes siguientes no
han llegado ni a la mitad de esa duración44.
Pero más preocupante aún es que dos de ellos
han sido depuestos por el Comité Ejecutivo, lo
que muestra tensiones insolubles al interior de
dicha instancia de dirección. Paradójicamente,
mientras que esto ha sucedido en la Federación,
han aumentado ampliamente los promedios de
duración de los ministros de Educación. Así,
mientras que durante el período de 1982 a 2006
hubo 17 ministros de educación y solamente 8
presidentes de la Fecode, entre 1999 y 2005 ha
habido tres ministros de Educación y cuatro pre-
sidentes de la Fecode45. 
III. CONCLUSION
De acuerdo con los elementos desarrollados en
las secciones anteriores, los conflictos que ca-
racterizan la relación del sindicato con el gobier-
no en Colombia no varían de los planteados por
Palamidessi (2003) para los países objeto de su
estudio en la región latinoamericana. En efecto,
se identifican claramente las tres categorías que
permiten a este investigador organizar el tipo de
conflictos: por un lado el conflicto económico-
corporativo, que se traduce en las diferencias a
propósito de la discusión salarial y lo relaciona-
do con pensiones y demás prestaciones; el con-
flicto político-corporativo, que tiene que ver con
la demanda por parte del sindicato de mayor
participación en la elaboración de las políticas
educativas y, por último, el político-ideológico,
que incluye los cuestionamientos a reformas
como la descentralización, la privatización y la
injerencia de organismos internacionales. 
La presentación de la historia y de algunas de
las características propias de la Fecode ha permi-
tido mostrar sus posiciones frente a este tipo de
43 En “El poder de FECODE”. Revista Semana. Edición 1310 del 11 de junio de 2007. 
44 Al finalizar el año 2007 el presidente era Whitney Chávez, y estaba en ese cargo desde octubre de 2005.
45 El promedio de duración de los ministros fue de apenas un poco más de un año entre 1982 y 1998 y se do-
bló a dos años durante el período 1998-2002. Por primera vez en la historia del sector, una ministra de Edu-
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situaciones y su relación con las instituciones del
Estado. La expresión de estos conflictos en ma-
nifestaciones diversas de oposición y resistencia
por parte de la Federación de Educadores ha
sido la característica permanente de esta interac-
ción, así como la del gobierno ha sido la de
avanzar al máximo en las formulaciones de las
reformas, obviando la discusión con el sindicato.
Ello lleva a pensar que en el centro de esta con-
flictividad está la pregunta sobre cómo lograr
una participación e injerencia real en las políticas
educativas. Todo esto se resume en una compe-
tencia por la posesión del poder para la toma de
decisiones. Tomar las decisiones y/o contar con
instrumentos eficaces para limitar la toma de de-
cisión del otro se convierten entonces en el ob-
jetivo fundamental de esta confrontación. 
Surge la pregunta acerca de lo que significa te-
ner el poder en el sector educativo. Por un lado
es innegable que estar en la dirección sectorial,
es decir en el gobierno, ya sea nacional o terri-
torial, ofrece posibilidades claras para la for-
mulación de las políticas, tanto de las más in-
novadoras como de aquellas que buscan frenar
la implementación de reformas anteriores. Adi-
cionalmente, a esta instancia le corresponde la
administración del sector, lo que se convierte
en una fuente de poder importante por incluir
la competencia de nombrar, trasladar al perso-
nal docente y directivo, y administrar los recur-
sos financieros. 
Dos opciones se plantean para el sindicato: la
primera consiste en llegar a esas instancias y su-
poner que así se pueden lograr los objetivos
buscados. Pero dado que muchas decisiones ex-
ceden el campo de competencia de las autorida-
des educativas y tienen que ver con aspectos
económicos y presupuestales, sería necesario
que las oficinas a cargo de la hacienda pública
también fueran aliadas del sindicato. La expe-
riencia de la Fecode teniendo a un ex presiden-
te de la organización como viceministro de Edu-
cación o como secretario de Educación de
Bogotá ha sido un ejemplo de las posibilidades
y limitaciones de esos cargos. Se ha visto por
ejemplo que su presencia no ha traído necesa-
riamente grandes cambios en la aplicación de
las reformas, por cuanto las medidas ya estable-
cidas por los órganos legislativos son de obliga-
torio cumplimiento. Sin embargo, la presencia
de dirigentes cercanos al sindicato en las instan-
cias gubernamentales de dirección puede consi-
derarse valiosa, especialmente en términos de
favorecer la formulación de proposiciones de
política creando nuevos programas educativos o
innovaciones en la manera de realizar lo esta-
blecido en las leyes. 
La segunda opción consiste en tener un acceso
amplio a la discusión sobre política educativa,
sin estar necesariamente involucrado en cargos
directivos públicos. Participar en la formulación,
el monitoreo y la evaluación de las actividades
adelantadas por los ejecutores de la política se
vuelve entonces el objetivo fundamental. En su
historia, la Federación de Educadores ha tenido
ya estos dos poderes, pero definitivamente le
ha faltado explotar mejor el de un monitoreo
más técnico con su debida divulgación. 
Como se ha mostrado a lo largo del documento,
la Fecode se ha orientado en los últimos años a
conseguir espacios en el ámbito legislativo. Esta
preferencia muestra el convencimiento de que
buena parte de la política educativa se ha veni-
do formalizando a través de las leyes. Tanto los
gobiernos como el sindicato mismo son cons-
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difícil de incumplir o de revertir y por lo tanto
éste se ha convertido en un instrumento por ex-
celencia de la formalización de la política públi-
ca. El ingreso en las corporaciones públicas ase-
gura la voz de la oposición que representan en
instancias de toma de decisión, con la legitima-
ción propia del proceso democrático. Esta op-
ción implica por supuesto contar con una mayo-
ría en dichos órganos, lo que sigue siendo un
reto para los educadores y explica de alguna
manera los resultados de las reformas más re-
cientes. La carrera por cargos de representación
popular en el Congreso de la República ha traí-
do además nuevas tensiones al interior del sin-
dicato. Analizando las votaciones obtenidas por
los distintos miembros de la Federación que han
ganado esas curules, Chambers (2006) muestra
que Jaime Dussán, el primer senador elegido, ha
perdido votos a medida que otros tres ex presi-
dentes de la Fecode han ganado su espacio en
el Senado. Así, pese a un incremento importan-
te en el número de votos para los ex miembros
de la Federación entre las elecciones para el Se-
nado de 2002 y 200646, se observa que estos
votos se reparten cada vez más entre varios can-
didatos. Esta situación hace más reñida la com-
petencia por la búsqueda de esos votos por par-
te de los aspirantes, obligándolos además a
diferenciarse entre ellos para ganar alguna ven-
taja, lo que acarrea también rupturas en relación
con una única posición de los representantes de
los docentes. 
Adicionalmente, esta tendencia a salir del Comi-
té Ejecutivo del sindicato para cargos de elec-
ción popular hace que sus miembros dediquen
buena parte del tiempo al trabajo político, de-
jando de lado las actividades de reivindicación
y presión que ejercían anteriormente. De acuer-
do con Chambers, esta nueva realidad del sin-
dicato colombiano, interpretada como su incor-
poración al Estado, estaría en la base de un
debilitamiento que le ha llevado a las derrotas
más recientes. 
Todo esto se constituye en un conflicto interno
que, sin duda, ha afectado la estabilidad de la
Federación. Hay que sumarle además la nueva
realidad administrativa y política impuesta por
la reforma de descentralización que está cam-
biando el contexto en el que se desarrollaba el
trabajo sindical. Ya no se trata solamente de
participar en los niveles nacionales de decisión
sino que se requiere de un trabajo sostenido
con las autoridades territoriales, incluyendo los
concejos municipales y las asambleas departa-
mentales. La descentralización ha traído un cam-
bio de paradigma en términos de las reconfigu-
raciones de poder y, aunque todavía es difícil
establecer conclusiones definitivas sobre estas
relaciones, es de esperar que a futuro afecten
de manera más concreta el trabajo de la Federa-
ción de Educadores. El escenario es todavía más
incierto si se tiene en cuenta que los órganos de
gobierno locales se encuentran en un proceso
de aprendizaje sobre los márgenes de autono-
mía reales para su actuación sectorial, por lo
tanto, dada esta diversidad de realidades, difí-
cilmente se podría pensar en una postura sindi-
cal única para todos los temas de competencia
del sector educativo.
La capacidad de representación del sindicato en
Colombia hoy en día depende en buena parte
del manejo de sus diferencias internas y de su
adaptación a los cambios que vaya generando
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la descentralización. No es un secreto que hay
conflictos internos en la Federación y se mencio-
nan problemas como el faccionalismo, la frag-
mentación crónica o la dificultad para llegar a
decisiones frente a las modalidades de acción.
La expresión de estos conflictos será más o me-
nos evidente frente a la fortaleza o la debilidad
de los distintos niveles de gobierno.
A manera de síntesis, se puede afirmar que la
Fecode ha dado pasos para transitar de un sin-
dicalismo reivindicacionista a uno más participa-
tivo en términos de la definición de la política
educativa. Sin embargo, ese tránsito no se hace
de manera definitiva, y lo que se ha visto a lo
largo de la última década es que, mientras su
identidad y defensa del componente gremial si-
guen siendo la prioridad, solamente cuando
condiciones políticas más amplias lo permiten,
el sindicato incursiona en el debate sobre los te-
mas de su interés. Hace falta por lo tanto defi-
nir mejor el alcance de dicha participación. En
ese sentido, aunque la presencia de las organi-
zaciones de maestros, así como la de toda orga-
nización interesada en el sector educativo es be-
néfica para la realización de la política educativa
en contextos de democracia, es importante es-
tablecer claramente en qué momento del ciclo
de la elaboración de las políticas es más conve-
niente intervenir, así como identificar los instru-
mentos y fortalezas de que dispone cada orga-
nización para su participación.
Las últimas reformas han significado derrotas
importantes para el sindicato y por ende no es
fácil definir esos objetivos en un marco de debi-
lidad organizacional. El acercamiento reciente a
un partido político en ascenso a nivel nacional -
el PDA-, es hoy por hoy uno de los puntos que
parecen dar unidad al sindicato. Pero como ya
se dijo, el acercamiento a la dinámica política
del país ha incrementado también conflictos in-
ternos que no favorecen a la Federación y que
pueden convertirse en factores mayores de rup-
tura a su interior. Esta situación plantea una
dualidad al sindicato frente al tema de mantener
ante todo su identidad gremial, desgastada en
los últimos tiempos, o si es conveniente traer un
aire nuevo alineándose con un partido político
que está logrando abrir nuevos espacios en el
ejercicio político desde la oposición. Algunos
sectores del sindicato probablemente preferirían
posicionarse con una identidad independiente,
pero enriquecida en sus posiciones políticas, tal
como sucedió en décadas pasadas con el Movi-
miento Pedagógico. 
Finalmente, es importante insistir en la necesi-
dad de que haya cambios de comportamiento
de los diferentes actores. Pedir a los gobiernos
una mayor apertura para escuchar y tener en
cuenta a las organizaciones de maestros, en
conjunto con otras organizaciones sociales, y
pedir al sindicato una posición que incorpore
elementos técnicos en su análisis. En el marco
de las últimas reformas es fundamental hacer un
seguimiento estricto a las administraciones pú-
blicas, y en ello puede perfectamente intervenir
el sindicato. Pero en la búsqueda de una mejor
rendición de cuentas a la sociedad, también es
importante que la Federación de Educadores es-
cuche planteamientos nuevos en términos de la
evaluación del trabajo desempeñado por los
maestros o del mejoramiento de la gestión es-
colar, entre otros temas.
Más que conclusiones definitivas, este docu-
mento abre interrogantes acerca de las actuacio-
nes más recientes de la Federación de Educado-
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en el ámbito de la realización de la política edu-
cativa. Por un lado surgen dudas sobre la repre-
sentatividad real del sindicato, por cuanto las
bases no parecen estar tan comprometidas con
su organización como lo estuvieron en épocas
anteriores. Adicionalmente, se hace evidente la
necesidad de iniciar estudios exploratorios so-
bre la interacción de la organización de los edu-
cadores y los niveles territoriales de gobierno en
el marco de las últimas reformas administrati-
vas, especialmente en aquellos sitios del país
en donde el sindicato es más visible. Esto inclu-
ye temas como las diversas formas de relacio-
narse con el Estado, desde la oposición perma-
nente hasta la opción misma de incorporación
del sindicato al Ejecutivo. Finalmente, sería im-
portante estudiar más a profundidad la selec-
ción de los instrumentos de política que se han
privilegiado en las últimas reformas. El recurso
excesivo a las leyes convierte la realización de
la política pública en un campo inflexible donde
se deja poco espacio para la innovación. Aunque
esto responde a cierta lógica de asegurar la im-
plementación de las reformas, su elaboración es
más compleja y no necesariamente se cumple
todo lo consignado en ellas. El estudio de estos
temas aportará sin duda un mejor conocimiento
de la dinámica del sector educativo y, en parti-
cular, de la influencia los distintos actores socia-
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ANEXO











• Utilización de la capacidad instalada 
del sector privado
• Financiación con fondos públicos de estudiantes
de escasos recursos en establecimientos privados
• Programa de colegios en concesión en Bogotá 
• Contratación de organizaciones para que 
realicen acompañamiento para el mejoramiento 
de las instituciones educativas
• Entrega de la administración educativa 
y de las transferencias constitucionales para 
la educación a los departamentos y distritos 
y a 42 municipios
• Sistema de medición de la calidad 
de la educación
• Definición de estándares curriculares
• Nuevos contenidos temáticos y 
programas especiales
• Integración de los centros educativos, 
y fortalecimiento del papel del rector y 
de la institución educativa 
• Modernización y reingeniería de las 
Secretarías de Educación territoriales y 
del Ministerio de Educación
• Programa de reorganización de la distribución de
los docentes con base en el número de alumnos
• Nuevo Estatuto de Profesionalización Docente
Posición del sindicato
• La expansión de la
infraestructura pública y la
vinculación de maestros al 
sector público deben ser las
únicas vías para ampliar la
cobertura de la educación 
• Oposición a la municipalización
de la educación y a la entrega de
responsabilidades administrativas
nuevas a los rectores de las
instituciones educativas
• Corresponde a los educadores
efectuar la evaluación de los
aprendizajes de los alumnos
• Defensa de la autonomía
curricular y pedagógica 
• Resistencia a aceptar una mayor
dirección por parte de los rectores
• Oposición a la reducción 
del número de cargos directivos
con la integración de centros
educativos
• Los educadores no aceptan que
la nueva carrera docente excluya





















ADE Asociación Distrital de Educadores
CEID Centro de Estudios e Investigaciones Docentes
CSTC Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia
CTC Confederación de Trabajadores de Colombia 
CUT Central Unitaria de Trabajadores de Colombia
FECODE Federación Colombiana de Educadores
PDA Polo Democrático Alternativo
UTC Unión de Trabajadores de Colombia
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SERIE SINDICATOS DOCENTES Y LAS REFORMAS EDUCATIVAS EN AMÉRICA LATINA
Argentina Bolivia Brasil Chile 
Argentina Bolivia Brasil Chile 
Colombia Costa Rica Ecuador Guatemala 
Honduras Mexico Paraguay Uruguay 
Colombia Costa Rica Ecuador Guatemala 
Honduras Mexico Paraguay Uruguay 
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